Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:33). 


—De acuerdo a lo establecido en la citación estamos recibiendo, con mucho gusto, al señor 
canciller de la república, Rodolfo Nin Novoa, quien se encuentra acompañado por el señor 
subsecretario, embajador José Luis Cancela; el señor jefe de Gabinete, embajador Alfredo Bogliaccini; 
el director general de Asuntos Políticos, embajador Enrique Loedel y el director de Relaciones 
Institucionales, ministro Diego Pelufo. 


Como se sabe, el objeto de esta comparecencia es recibir del señor ministro información 
sobre la posición del Gobierno uruguayo ante la situación actual de la República Bolivariana de 
Venezuela. 


Esta convocatoria fue solicitada por el señor senador Luis Lacalle Pou, a quien enseguida 
daremos la palabra a los efectos de que exprese y detalle el alcance de la convocatoria, no sin antes 
saludar la presencia de los diputados Río, Trobo y Chiazzaro, integrantes de la Comisión de Asuntos 
Internacionales de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR LACALLE POU.- Ante todo, saludamos al señor canciller y a su equipo. 


Vivimos un momento crucial para Venezuela y para la comunidad internacional con relación a 
ese país. 


Nuestro partido, desde el año 2015 empieza a expresarse de manera cada vez más firme con 
respecto al régimen venezolano y a las fallas de la democracia. Ya a partir de 2005 se hicieron 
declaraciones, aunque de otro tenor, pero desde el 2015 hemos venido alertando sobre esta situación. 


El 2 de marzo del corriente año propusimos al presidente de la república una cantidad de 
medidas o propuestas. La medida número 12 hablaba, concretamente, de modificar urgentemente la 
relación con Venezuela. No voy a leerla ahora, pero lo cierto es que allí esbozábamos las razones por 
las que creíamos que nuestro Gobierno debía, en los distintos estrados internacionales, abandonar un 
triste grupo que compartíamos con pocas naciones que todavía defendían, amparaban o no se 
manifestaban en contra del régimen venezolano. 


Obviamente, desde el sábado pasado nuestro planteo ha sido otro, y creemos que la posición 
de Uruguay en el seno del Mercosur rectifica una posición errónea. Y es claro que si nuestro país se 
hubiese abstenido o hubiese votado de forma distinta, esta instancia tendría otro tono. Así que, por 
decirlo de alguna manera, la foto salió y Uruguay está allí. 


Sin duda, se desprenden muchísimas consecuencias, ya no solo en el ámbito del Mercosur — 
que las hay y queremos consultarlo—- sino también en otros ámbitos en los que Uruguay participa: 
Naciones Unidas, Unasur, Celac, OEA, etcétera, en relación de venezolanos en nuestro país, de 
uruguayos en Venezuela y también de algunos organismos que no son públicos pero que tienen 
génesis en organismos internacionales, tales como Telesur y Bandes. 


Tomé la precaución de repartir las preguntas al señor canciller y a los señores senadores 
antes del comienzo de la sesión. Mi intervención va a ser breve; simplemente voy a explicar el porqué 
de cada una de las interrogantes, y quizás posteriormente vuelva a intervenir. 


Señor presidente: hay un informe del alto comisionado de las Naciones Unidas para los 
derechos humanos, que sugiere que en Venezuela hay un uso generalizado y sistemático de fuerza 


excesiva y de detenciones arbitrarias contra los manifestantes. Habla también de torturas, de muertes y 
de malos tratos a los detenidos. Es más, de las 124 muertes ocurridas hasta el 31 de julio, se adjudica 
responsabilidad a las fuerzas de seguridad al menos a 46 de ellas, y a colectivos armados, por lo 
menos, a 27 de ellas. Lo que queremos saber es cuál es la posición de Uruguay sobre este 
contundente informe de la ONU y la sistemática violación de los derechos humanos en Venezuela. 


En segundo término vale recordar la carta de las Naciones Unidas, en cuyo artículo 1.3, 
acápite 4.”, se establecen los propósitos fundamentales que refieren al desarrollo y estímulo del 
respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin distinción. También 
habla de la posibilidad de disponer, como medida cautelar, el envío inmediato de una misión cuyo 
principal objetivo sea la observancia de la protección integral de las personas, de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario, en este caso en Venezuela. En ese sentido, quisiera 
saber si en algún momento se ha planificado pedir una delegación, una misión y esto que se ha 
planteado, donde Uruguay está participando, que es en el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas, el envío inmediato de esta misión. 


El sábado se aplicó en el Mercosur el Protocolo de Ushuaia. Debido a la ruptura del orden 
democrático se decidió suspender a Venezuela, pero inmediatamente surgió una doble interpretación y 
una posterior acción de nuestro país. Cuando en Lima se realizó una declaración conjunta de los 
cancilleres, Uruguay quedó en un grupo muy reducido de naciones. 


Es así que queremos hacer las siguientes preguntas: ¿Uruguay reconoce como legítima la 
Asamblea Nacional Constituyente? 


¿Coincide en que es necesario aplicar la Carta Democrática de la OEA? 


¿Por qué motivo Uruguay no acompañó la Declaración Conjunta suscrita por los países del 
Mercosur y decidió acompañar a Nicaragua, El Salvador, Cuba y Bolivia? 


¿Cuál de los quince numerales de la Declaración Conjunta no comparte? 


¿Qué posición ha tenido y va a tener Uruguay en otros ámbitos multilaterales, como la Unasur 
O la Celac? 


Por otra parte, en el día de hoy nos despertamos con una declaración del presidente Tabaré 
Vázquez acerca del motivo fundamental por el que Uruguay aprobó la suspensión de Venezuela en el 
Mercosur, motivo que, desde mi punto de vista, como poco, es extraño y no compartible, pero es una 
declaración del presidente de la república y asumo que el canciller debe conocerla. Concretamente, 
dijo que Uruguay aprobó la suspensión por temor a medidas comerciales de sus socios. Obviamente, si 
esa fue la razón, va de suyo, que no la compartimos, pero nos gustaría saber cuáles son los 
fundamentos que esgrime el presidente y en los que basa su declaración. 


No quiero ingresar en el capítulo relacionado con el embajador uruguayo en Venezuela porque 
puede llegar a ser extenso, pero tenemos noticias de que Uruguay intentó enviar otro embajador y que 
incluso envió el plácet para que Venezuela diera el visto bueno, pero el Gobierno venezolano no lo 
aceptó. Lo cierto es que hasta el día de hoy no tenemos embajador. Pueden surgir complicaciones y, 
en esos casos, la embajada tiene un importante rol en relación con los uruguayos que viven en 
Venezuela y con algunos venezolanos que puedan pedir ser recibidos por nuestro país. Entonces, 
queremos saber si la embajada uruguaya está en condiciones de brindar asistencia a los uruguayos en 
caso de ser necesario realizar repatriaciones y qué medidas de contingencia está previendo nuestro 
país para el caso de que se incrementen las solicitudes de asistencia al compatriota o sea necesaria la 
repatriación de uruguayos residentes en Venezuela que busquen escapar del régimen de Maduro. 
Queremos saber, además, cuáles son los insumos humanos y materiales con los que se cuentan a 
esos efectos. 


De la misma manera, nos gustaría saber con qué informes cuenta el ministerio sobre la 
situación de nuestros compatriotas residentes en Venezuela y cómo se está siguiendo el tema. ¿Está 


la embajada de Uruguay en condiciones de dar asilo político a los perseguidos por el régimen, en caso 
de ser solicitado? Sabemos que otras embajadas —como la chilena— están actuando en consecuencia. 


¿En qué condición quedan aquellos venezolanos que tienen o están tramitando residencias, 
becas o derechos otorgados en función del Mercosur, ya que hoy esos derechos se encontrarían 
formalmente suspendidos? 


Dentro de Venezuela existe un problema con la falsificación de la apostilla y queremos saber 
cuál es el número de casos de falsificación de estas apostillas introducidas por venezolanos en el 
trámite de la residencia del Mercosur en nuestro país. Asimismo, nos gustaría saber si hay acciones del 
Estado uruguayo ante el Estado venezolano para subsanar los casos de las emisiones falsas 
mencionadas. 


La acción del Mercosur con respecto a Venezuela es distinta a la que tuvo para con 
Paraguay. En este sentido, queremos saber si el Gobierno uruguayo reconoce que la «ruptura del 
orden democrático» en Paraguay no tuvo la magnitud o gravedad que está teniendo la ruptura de la 
democracia en Venezuela. 


¿Está finalmente nuestro país, a través de este gesto, reconociendo su error al haber 
suspendido al Paraguay del Mercosur por un hecho que, en sí mismo, no constituía una ruptura del 
orden democrático sino la aplicación de mecanismos formales existentes en la Constitución de ese 
país? De no ser así, nos gustaría saber cuál es el criterio para interpretar de manera distinta el proceso 
que se dio en Brasil, tema que esta comisión y muchos de nosotros, dirigentes políticos, hemos 
discutido y comparado, aunque con visiones distintas. 


Otra pregunta refiere a la participación en Telesur que, claramente, ha jugado un rol 
importante en lo sucedido en Venezuela. ¿El Ministerio de Relaciones Exteriores tiene previsto o se ha 
planteado iniciar el proceso de abandono del proyecto, cosa que veríamos con muy buenos ojos? 


¿Qué caminos adoptará Uruguay en relación a la participación de Venezuela en organismos 
tales como el Banco del Sur? ¿Se procederá a suspender a Venezuela de los órganos de decisión en 
dichos organismos? 


Por el momento es cuanto quería preguntar; dependiendo de las respuestas que dé el señor 
ministro, solicitaré nuevamente la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor ministro. 
SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor presidente. 


La verdad es que el tema de Venezuela nos ha ocupado desde los primeros momentos de 
nuestra Administración. El 14 de marzo de 2015, en nuestra condición de presidente pro tempore de la 
Unasur, debimos presidir una reunión sobre la situación de Venezuela vinculada con aquel decreto de 
Estados Unidos que la consideraba una gran amenaza para los intereses de ese país. Allí se emitieron 
dos comunicados de Unasur: uno vinculado a la acción de Estados Unidos respecto a la declaratoria 
que acabo de mencionar y, otro, relacionado con la situación de los derechos humanos en Venezuela. 
Esa declaración de marzo de 2015 constaba de tres artículos y en dos de ellos hablábamos de los 
problemas que había relacionados con la vigencia de los derechos humanos en Venezuela. Por lo 
tanto, ese tema no es nuevo para esta cancillería ni para esta administración y siempre nos ha 
preocupado. 


Desde el inicio de esta Administración, en marzo de 2015, Uruguay ha emitido 26 
declaraciones, ya sea unilateralmente y/o acompañando a otros países de la región. Podemos decir 
que el tema de Venezuela ya venía siendo objeto de debates e intercambios en los foros regionales 
desde el año 2014; concretamente, en febrero de 2014 había sido creada una comisión de seguimiento 
de cancilleres de la Unasur para ayudar en este tema. En esas 26 oportunidades en las que Uruguay 


se expresó públicamente y de forma escrita aparecen algunos denominadores comunes esenciales 
para la política exterior del país. Me refiero, básicamente, a: 1.la exhortación constante al diálogo como 
forma de buscar una solución amplia, inclusiva y definitiva entre los venezolanos; 2. la condena a 
todos los actos de violencia sin importar de qué sector vinieran; 3. la solidaridad con el pueblo 
venezolano que, en definitiva, es a quien más debemos contemplar; 4. la disposición a colaborar y a 
acompañar en la búsqueda de una solución pacífica; 5. la adopción de medidas para asegurar el pleno 
respeto de los derechos humanos; 6. el cumplimiento del cronograma electoral y el respeto del 
principio de separación de poderes; 7. la preservación del orden institucional; 8. la no intervención en 
asuntos internos venezolanos y la plena democracia en el continente —siempre, en todos los 
comunicados decimos que la solución a los problemas de Venezuela debe ser encontrada por los 
propios venezolanos— y 9. la búsqueda inclaudicable de una solución y negociación pacífica acordada 
por todos los venezolanos. 


Los 26 pronunciamientos a los que aludí pueden dividirse de la siguiente forma: 7 en el ámbito 
del Mercosur, 4 en el ámbito de la Unasur, 10 en el ámbito de la OEA, 2 en conjunto con determinados 
países y 3 unilaterales. 


Vuelvo nuevamente al comunicado al que hice referencia, en el que participé como presidente 
pro tempore de la Unasur, de marzo de 2015. Allí se dice: «Los Estados Miembros de UNASUR 
renovaron el mandato contenido en la Resolución 02-2014 de la Comisión de Cancilleres» —comisión 
para el seguimiento de los sucesos en Venezuela, a la que hice referencia hace un rato— «para seguir 
acompañando, con el apoyo de la Secretaría General, el más amplio diálogo político con todas las 
fuerzas democráticas venezolanas, con el pleno respeto al orden institucional, los derechos humanos y 
el estado de derecho». Se advierte que ya en el primer párrafo hay una mención al respeto al orden 
institucional y a los derechos humanos. 


Continúa diciendo: «Los Estados Miembros de UNASUR expresan que la situación interna en 
Venezuela debe ser resuelta por los mecanismos democráticos previstos en la Constitución 
venezolana. 


Los Estados Miembros de UNASUR manifiestan su apoyo para la celebración de las próximas 
elecciones parlamentarias, convencidos de la importancia del mantenimiento del orden constitucional 
así como de la democracia y la más plena vigencia de todos los derechos humanos, principios 
fundamentales de UNASUR». 


O sea que la preocupación de esta Administración en materia de respeto a los derechos 
humanos siempre ha sido clara, no solamente para Venezuela sino para los países donde se violan, 
dado que los derechos humanos se protegen en todo tiempo y lugar. 


Quiero partir de lo que, según nuestra consideración, fue la ruptura del orden institucional de 
Venezuela, el 31 de marzo de este año. Como ustedes recordarán, ese día el Tribunal Supremo de 
Justicia asume las competencias de la Asamblea Nacional Legislativa, declara a esa asamblea en 
estado de rebeldía y se arroga las competencias constitucionales de la misma. Esa Asamblea había 
sido electa en diciembre de 2015 después de una larga negociación, en la que participé en forma 
directa para conformar una misión de observación electoral a Venezuela de la Unasur que finalmente 
fue presidida por un expresidente no miembro de la Unasur: Leonel Fernández, expresidente de 
República Dominicana, porque las negociaciones fueron tan difíciles que cuando proponíamos un 
candidato, recurrentemente se nos decía que no. 


La declaración conjunta de 31 de marzo de 2017 —menciono todo esto como recordatorio 
porque, además, me parece con esto que voy a leer se contestarán algunas de las preguntas— 
establece: «Los Gobiernos de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Uruguay y Paraguay, países 
miembros de la Unión Suramericana de Naciones (UNASUR), condenan la situación creada a raíz de 
la sentencia del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela que afectan a la Asamblea Nacional de ese 
país y a los parlamentarios electos por el voto popular en diciembre del 2015. 


Causa alarma el anuncio de que el Tribunal asumirá las competencias del Poder Legislativo, 
así como la decisión de limitar las facultades de la Asamblea Nacional y restringir la inmunidad 
parlamentaria de sus miembros, hechos que atentan contra los principios y valores esenciales de la 
democracia representativa y a la separación, independencia y acatamiento de poderes públicos, pilares 
del Estado de Derecho. 


Los países de la región reiteramos el urgente llamado a que el Gobierno de Venezuela avance 
efectivamente en la aplicación de medidas concretas acordadas con la oposición con apego a las 
disposiciones de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, para garantizar la efectiva 
separación de poderes, el respeto al Estado de Derecho y a los derechos humanos, así como a las 
instituciones democráticas. 


Al reiterar nuestra disposición de cooperar con el pueblo y el Gobierno de Venezuela en todo 
lo que pueda contribuir a una solución pacífica y definitiva de los conflictos sociales, humanitarios y 
económicos, hacemos un llamado por el pronto restablecimiento del orden democrático en ese país 
para el bien de todo el pueblo hermano de Venezuela. 


Seguiremos pendientes de lo que sucede en Venezuela para adoptar otras decisiones 
Político-institucionales colectivas que correspondan. 


Montevideo, 31 de marzo de 2017». 


El 1. de abril, o sea un día después, ante esta situación de los decretos del Tribunal Superior 
de Justicia, el Mercosur se reúne en Buenos Aires y, luego de una larga deliberación, emite la siguiente 
declaración: «La República Argentina, la República Federativa de Brasil, la República del Paraguay y la 
República Oriental del Uruguay, reafirmando que la plena vigencia de las instituciones democráticas es 
condición esencial para la existencia y desarrollo del MERCOSUR, teniendo en cuenta la ruptura del 
orden democrático en la República Bolivariana de Venezuela,» —esa es la primera vez que nosotros 
decimos que hay una ruptura democrática en ese país— «en cumplimiento del Tratado de Asunción y 
sus Protocolos y reafirmando sus principios y objetivos, deciden: 


1.- Instar al Gobierno de Venezuela a adoptar inmediatamente medidas concretas, 
concertadas con la oposición, de acuerdo a las disposiciones de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y demás normas aplicables, para asegurar la efectiva separación de poderes, 
el respeto al estado de derecho, a los derechos humanos y las instituciones democráticas. 


2.- Exhortar al Gobierno de Venezuela a respetar el cronograma electoral que se deriva de su 
normativa institucional, reestablecer la separación de poderes, garantizar el pleno goce de los 
derechos humanos, las garantías individuales y las libertades fundamentales y liberar a los presos 
políticos. 


3.- Continuar las consultas entre sí y promover consultas con la República Bolivariana de 
Venezuela tendientes al restablecimiento de la plena vigencia de las instituciones democráticas en ese 
país, acompañando dicho proceso. 


4.- Instruir a la Presidencia Pro Tempore a iniciar las consultas indicadas en el párrafo anterior, 
con todas las partes venezolanas involucradas. 


5.- Reiterar su solidaridad al pueblo hermano de Venezuela, a las víctimas de la persecución 
política y de violación de derechos humanos, así como su disposición a colaborar en pos de una 
solución pacífica y definitiva de la crisis política, institucional, social, de abastecimiento y económica 
que atraviesa la República Bolivariana de Venezuela. 


Buenos Aires, 1 de abril del 2017». 


El mismo día que nosotros estábamos reunidos en Buenos Aires, ante el rechazo unánime a 
nivel internacional del pronunciamiento del Tribunal Supremo de Justicia, en una trasmisión conjunta de 
radio y televisión, el presidente Nicolás Maduro anunció haber acordado, tras la reunión del Consejo de 
Defensa de la Nación, aclaratorias y correcciones a la Sentencia n.? 155 y 156 de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con lo que queda superada la controversia iniciada el 
día anterior cuando la Fiscal General de la República manifestara que las mismas planteaban una 
ruptura del orden constitucional. Está de más decir que en el interregno entre las distintas fechas a las 
que estamos haciendo alusión, ha habido consultas permanentes a los cancilleres sobre el monitoreo 
que se va dando a la situación en aquél país. Entonces comienzan las movilizaciones, y el 17 de abril — 
quince días después—, se emite un comunicado conjunto que dice: «Los gobiernos de Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Guatemala, Honduras, Méjico, Paraguay, Perú y Uruguay manifestamos 
nuestro profundo pesar y rechazo por la muerte de seis ciudadanos» —estas son las primeras seis 
muertes en Venezuela— «en el marco de las jornadas de protesta que tuvieron lugar en la República 
Bolivariana de Venezuela en los últimos días y expresamos nuestra solidaridad y condolencias a sus 
familiares. 


Nuestros gobiernos reiteran su rechazo a la violencia. Asimismo, teniendo en cuenta que para 
el miércoles 19 de abril se anuncia una jornada de marchas por parte del oficialismo y de la oposición, 
hacemos un llamado al Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela para que garantice el 
derecho a la manifestación pacífica, tal como lo consagra la Constitución, y que impida cualquier 
acción de violencia en contra de los manifestantes. 


Asimismo, hacemos un llamado a la oposición para que ejerza con responsabilidad su 
derecho a manifestarse y así lograr una jornada pacífica donde la gente se exprese con tranquilidad. 


Exhortamos al Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela para que rápidamente se 
definan las fechas para dar cumplimiento al cronograma electoral que permita una pronta solución a la 
grave crisis que vive Venezuela y que preocupa a la región». En este punto, no debemos olvidar que 
Venezuela venía —para decirlo de alguna manera— de saltearse el revocatorio y las elecciones 
regionales de gobernadores. 


El 20 de abril —esto es, tres días después-— salió el siguiente comunicado: «Los Gobiernos de 
Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú y 
Uruguay, condenamos enérgicamente la violencia que ha sido desencadenada en Venezuela y 
lamentamos la pérdida de más vidas. 


Nos sumamos a la declaración formulada hoy por el secretario general de las Naciones 
Unidas urgiendo a “la adopción de medidas concretas de todas las partes para reducir la polarización y 
crear las condiciones necesarias para enfrentar los desafíos del país en beneficio del pueblo 
venezolano”. 


Reafirmamos que es urgente que las autoridades venezolanas adopten medidas para 
asegurar los derechos fundamentales y preservar la paz social. 


Resulta imperativo que la hermana República Bolivariana de Venezuela retome la senda de la 
institucionalidad democrática y que su Gobierno fije las fechas para el cumplimiento del cronograma 
electoral, libere los presos políticos y garantice la separación de poderes constitucionales». Aquí 
hacemos referencia, con mucho énfasis, a la declaración formulada por el secretario general de las 
Naciones Unidas, que creo no es ningún ingenuo. Lo digo porque se nos tildó a nosotros de ser 
ingenuos porque pedíamos la pacificación y el diálogo como manera de que Venezuela saliera de esta 
situación. 


El 20 de abril, el portavoz del secretario general de las Naciones Unidas, dijo: «Estamos 
preocupados por los últimos acontecimientos en Venezuela e instamos a que se hagan todos los 
esfuerzos para reducir las tensiones y evitar nuevos enfrentamientos. Llamamos al gobierno de 
Venezuela y a la oposición a comprometerse sinceramente a reactivar los esfuerzos de diálogo, 
especialmente en torno a los temas críticos que ya han acordado revisar en la agenda, a saber el 


equilibrio de poder entre las ramas del Estado, el calendario electoral, los derechos humanos, la verdad 
y la justicia y la situación socioeconómica. Pedimos gestos concretos de todas las partes para reducir 
la polarización y crear las condiciones necesarias para enfrentar los desafíos del país en beneficio del 
pueblo venezolano». Esto va en línea directa con la acción que ha desarrollado el Gobierno en esta 
materia; nosotros apostamos siempre al diálogo, al entendimiento, a la concertación y a la salida 
pacífica de los problemas que tiene esa nación hermana. 


El 30 de abril —diez días después—, se emitió el siguiente comunicado: «Los gobiernos de 
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Perú, Paraguay y Uruguay adherimos a las expresiones 
de su santidad, el papa Francisco, realizadas en las últimas horas, en relación con la situación que vive 
Venezuela. 


Como lo ha señalado el sumo pontífice, es imprescindible contar con “condiciones muy 
claras” para una salida negociada a la crisis política, económica y humanitaria en dicho país hermano. 


En este sentido, concordamos con el papa Francisco en que “todo lo que se pueda hacer por 
Venezuela hay que hacerlo, pero con las garantías necesarias”, para lo cual reiteramos que se requiere 
el cese de los actos de violencia, la plena vigencia del Estado de Derecho, la liberación de los presos 
políticos, la plena restitución de las prerrogativas de la Asamblea Nacional y la definición de un 
cronograma electoral». Ahí tampoco creo que el papa Francisco sea muy ingenuo. Generalmente no 
llegan los ingenuos al Vaticano. 


El 5 de julio «los países fundadores del MERCOSUR expresan su más categórico rechazo a 
los hechos de violencia que tuvieron lugar en el día de la fecha en la Asamblea Nacional de la 
República Bolivariana de Venezuela y que resultaron en la agresión contra diputados y funcionarios de 
ese cuerpo. Tales hechos, precedidos de una intervención de altas autoridades del Poder Ejecutivo, sin 
previo acuerdo de las autoridades legislativas, constituyen un avasallamiento del Ejecutivo sobre otro 
Poder del Estado, inadmisible en el marco de la institucionalidad democrática». A nosotros nos pareció 
gravísimo que se haya ingresado al Palacio Nacional, porque no me imagino que esto suceda en el 
Uruguay, que entre gente y agarre —perdón por la expresión— a las trompadas a los funcionarios y 
legisladores. 


Entonces allí «exhortamos al Gobierno de Venezuela a poner fin inmediatamente a todo 
discurso y acciones que incentiven una mayor polarización, con el consecuente crecimiento de la 
violencia, y a garantizar el respeto a los derechos humanos, la separación de los poderes y la vigencia 
del Estado de Derecho. 


Una vez más, los países del MERCOSUR manifestamos nuestra disposición a apoyar y 
acompañar al hermano pueblo venezolano en la salida de la grave crisis política, social y humanitaria 
que atraviesa su país y en el camino hacia la restauración plena de las instituciones democráticas y la 
paz social». 


El 21 de julio —no hace tanto— llegamos a Mendoza. Allí tuvimos dos comunicados. Uno es el 
de los presidentes, que establece que «Los Estados Partes del Mercosur y los Estados asociados de 
Chile, Colombia y Guyana, así como México, reiteran su profunda preocupación por el agravamiento de 
la crisis política, social y humanitaria en la República Bolivariana de Venezuela. 


Hacen un urgente llamado al cese de toda violencia y a la liberación de todos los detenidos 
por razones políticas, instando al restablecimiento del orden institucional, la vigencia del Estado de 
derecho y la separación de poderes, en el marco del pleno respeto de las garantías constitucionales y 
los derechos humanos. 


Exhortan al Gobierno y a la oposición a no llevar a cabo ninguna iniciativa que pueda dividir 
aún más a la sociedad venezolana o agravar conflictos institucionales». Esto está vinculado a la 
elección de la Asamblea Nacional Constituyente. 


«Convencidos que la solución a la crisis solo podrá ser resuelta por los venezolanos, instan al 
gobierno y a las fuerzas opositoras de la hermana República Bolivariana de Venezuela al diálogo, que 
permita una concertación política creíble. Finalmente, los Estados Partes del Mercosur y los estados 
asociados de Chile, Colombia y Guyana, así como México, reiteran su plena disposición a acompañar 
ese proceso de diálogo entre venezolanos de la manera en que sus actores lo estimen más 
conveniente» 


Después está la otra nota, la más importante, la que dio lugar a echar a andar el protocolo de 
Ushuaia, que los ministros de relaciones exteriores de los cuatro países —salteo nombrarlos—dirigen al 
señor ministro de Relaciones Exteriores del Poder Popular de la República Bolivariana de Venezuela, 
don Samuel Moncada y que dice: «Nos dirigimos a usted en seguimiento a lo decidido en Buenos 
Aires el 1.* de abril del 2017» —cuando ya habíamos declarado la ruptura institucional en Venezuela por 
el avasallamiento a la Asamblea Nacional- «en ocasión de la adopción de la declaración de los 
estados partes del Mercosur sobre la República Bolivariana de Venezuela. En dicha oportunidad 
decidimos promover, en el marco del protocolo de Ushuaia, las consultas pertinentes con miras a 
apoyar el restablecimiento del orden democrático. A tal efecto invitamos al Gobierno de la República 
Bolivariana de Venezuela a participar en una reunión de consultas —tal como lo establece el protocolo—, 
cuya celebración se propone llevar a cabo en la última semana de julio del corriente año en Brasilia, 
República Federativa del Brasil» 


La respuesta a esta carta de Mendoza es en rechazo a esa convocatoria. Venezuela rechaza. 
Es una carta larga. Dice que sobre la reunión sugerida y habiendo dejado claro la inaplicabilidad de 
Ushuaia como soporte de encuentro, y menos aún bajo la infundada declaración del 1.? de abril del 
2017, la República Bolivariana de Venezuela prefiere constructivamente encauzar esta invitación como 
una primera oportunidad que se puede aprovechar en el ámbito de esta organización regional para 
asumir un diálogo fructífero que reivindique su condición y derechos como estado parte del Mercosur y 
restaure la vigencia de la normativa de la organización lesionada por las actuaciones previas de los 
gobiernos de Paraguay, Uruguay, Brasil y Argentina. Entonces, lo que hace es invitarnos a celebrar 
esta reunión pero en Caracas. 


En consecuencia, el 31 de julio, una vez que se conoció esta respuesta y antes de la 
instalación de la Asamblea Nacional Constituyente, el Uruguay hace una declaración, como país, 
apoyada por el Consejo de Ministros, que también fue muy criticada y que dice: «El gobierno del 
Uruguay, una vez finalizado el proceso electoral en Venezuela, vuelve a rechazar el clima de violencia 
que se vive en esa hermana República» —-me parece bueno recordarlo, porque muestra el contexto en 
el cual estamos conversando hoy aquí— «y lamenta con profundo dolor la pérdida de vidas humanas 
que se han producido en los últimos meses y en el día de ayer en ocasión de la elección para la 
instalación de una Asamblea Nacional Constituyente. 


El Uruguay ha alentado permanentemente la búsqueda de una solución pacífica a través del 
diálogo, fiel a su compromiso con el Derecho Internacional y en particular con la plena vigencia de los 
derechos humanos, la no intervención y la solidaridad con el hermano pueblo de Venezuela. 


El gobierno de la República ha mantenido con firmeza el rumbo recomendado por la 
prudencia, la moderación y el escrupuloso respeto de la legalidad internacional aun a costa de las 
críticas que le reclamaban mayor indulgencia, por una parte, y mayor severidad, por la otra. Asimismo, 
ve con gran decepción que no se haya respondido favorablemente a las iniciativas que se manifestaron 
para establecer un mecanismo de diálogo regional, equilibrado y aceptado por todas las partes para 
buscar una salida al grave conflicto que atraviesa ese país y, en particular, que el Gobierno venezolano 
no haya aceptado las propuestas que el Mercosur y nuestro país realizaron en ese sentido. 


El Gobierno de Uruguay sigue con enorme preocupación el desarrollo de los 
acontecimientos, sobre todo teniendo en cuenta el clima de violencia imperante y exhorta al Gobierno 
de Venezuela a establecer un canal de entendimiento y diálogo con la sociedad venezolana, así como 
el pleno respeto de los derechos humanos antes de la instalación de la Asamblea Nacional 
Constituyente, y a la oposición a comprometerse responsablemente en dicho diálogo para encontrar un 
camino de paz y de democracia para el pueblo venezolano». 


Después se produjo la detención nuevamente de López y Ledezma, que fueron sacados de 
su prisión domiciliaria. Uruguay hace un comunicado que dice: «Ante los hechos de pública notoriedad 
que recogen la nueva detención de Leopoldo López y Antonio Ledezma, dos relevantes figuras de la 
vida política de la República Bolivariana de Venezuela, acontecida a pocas horas del proceso 
eleccionario de la Asamblea Nacional Constituyente, el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
exhorta una vez más al Gobierno de dicho país a que libere a todos los presos políticos, incluyendo 
estos dos últimos». 


El 2 de mayo recibimos una llamada de la entonces canciller Delcy Rodríguez para invitar a 
Uruguay a integrar un grupo de acompañantes al diálogo. En esa ocasión se nos preguntó, de parte del 
Gobierno del presidente Maduro, si el Uruguay estaría dispuesto a ser parte del diálogo entre la 
oposición y el gobierno. Además, se nos informó que dicho grupo estaría integrado también por El 
Salvador, Nicaragua, República Dominicana y San Vicente y las Granadinas. Nosotros le decimos que 
sí, que estamos dispuestos, dejando de lado algunos agravios que el presidente Maduro había hecho 
particularmente al canciller y, en consecuencia, al Gobierno uruguayo, porque nuestra vocación era 
precisamente favorecer el diálogo y tratar de encontrar una salida que evitara muertes de venezolanos. 
Pero recién el 21 de junio se realiza una reunión en el marco de la OEA en la ciudad de Cancún con los 
cuatro países restantes y con la canciller venezolana. 


Allí Uruguay propone, en primer lugar, ampliar el grupo de países participantes en esa 
negociación, porque nos parecía que estaba demasiada inclinado desde el punto de vista ideológico — 
político para un lado. 


Ellos nos proponen darnos los documentos de los acuerdos previos entre oposición y 
Gobierno que no se habían llevado a cabo. Unos dicen que fue así por culpa de unos y, los otros, por 
culpa de los otros, pero nos iban a dar los documentos. 


Nosotros proponemos establecer un cronograma electoral y nos dicen que sí. Ellos proponen 
instaurar una comisión para la verdad —que al parecer lo está, en el marco de la Asamblea Nacional 
Constituyente, pero no sé qué alcance tendrá—, y nosotros les proponemos hacer esfuerzos para 
detener los actos de violencia que hay de la dos partes. 


Este grupo iba a estar soportado, digamos administrativamente o desde el punto de vista de la 
infraestructura, por la fundación de Leonel Fernández e íbamos a hacer una agenda para fijar la 
metodología, para participar en la verificación y, en fin, dos o tres comentarios más que se hicieron, 
pero a eso nunca se nos contestó. Eso quedó en la nada —hablo del día 21 de junio— y nunca se pudo 
concretar. 


Ahora me voy a referir a lo que hicimos en San Pablo. El 5 de agosto elaboramos una nota y 
adoptamos una decisión. 


La nota está dirigida al nuevo ministro de Relaciones Exteriores de Venezuela, Jorge Arreaza, 
y dice lo siguiente: «En respuesta a la comunicación del ministro del Poder Popular para relaciones 
exteriores de la República Bolivariana de Venezuela, DM n.* 25 de 27 de junio, los ministros de 
relaciones exteriores de todos los países recordamos una vez más que la plena vigencia de las 
instituciones democráticas y la condición esencial para el desarrollo del proceso de integración en el 
Mercosur, es que la República Bolivariana de Venezuela, como parte del protocolo de Ushuaia sobre el 
compromiso democrático del Mercosur, de 24 de junio de 1998, aceptó soberanamente a sustancia de 
los procedimientos previstos en aquel instrumento. 


En ese sentido, la negativa del Gobierno de la República de Venezuela de participar de las 
consultas promovidas por los demás Estados partes sobre el protocolo de Ushuaia y sobre el 
compromiso democrático del Mercosur, lleva a la conclusión incuestionable de que las consultas 
resultaron infructuosas». 


Entonces, se toma la decisión de la suspensión de la República Bolivariana de Venezuela con 
el Mercosur, en aplicación del protocolo de Ushuaia sobre el compromiso democrático en el Mercosur, 


que creo no es necesario leer. 


A nosotros nos han cuestionado muchas veces cierto grado de ingenuidad que tenemos para 
el tratamiento de este tema. Al respecto quiero recordarles que en realidad los tiempos diplomáticos no 
son tiempos cortos, sino que están asociados a la prudencia, al intercambio y a la negociación. El 
tiempo que va desde el 31 de marzo —día de la ruptura— hasta el 5 de agosto, un poco más de cuatro 
meses, me parece que es absolutamente ajustado a las condiciones de diálogo, de intercambio, de 
búsqueda de consenso, de acuerdo. 


Nosotros no podemos salir como desmelenados —disculpen el término— a suspender países, 
sino tener un espíritu no sancionatorio y sí colaborativo, que es lo que siempre buscó Uruguay. Por eso 
es que llegamos a esta instancia en el mes de agosto: porque buscamos siempre la posibilidad de que 
hubiera una salida negociada en este sentido. 


Entonces, como he leído, tenemos expresiones de gente como el papa Francisco o el 
Secretario General de Naciones Unidas. El Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos ha expresado su preocupación por la situación en el país y ha exigido a las autoridades que 
respeten la libertad de expresión, asamblea y manifestación pacífica de los ciudadanos. Además, pidió 
la liberación inmediata de todos los detenidos por ejercer sus libertades fundamentales, incluidos los 
líderes opositores Antonio Ledezma y Leopoldo López. También está el comunicado del expresidente 
José Luis Rodríguez Zapatero. 


La inhabilitación de los candidatos de la oposición para las elecciones regionales, así como 
para cualquier tipo de elección, resulta sorprendente. ¡15 años de inhabilitación! En alguna oportunidad 
he dicho que la dictadura uruguaya no pudo o se animó nada más que a prohibir o a proscribir durante 
un período electoral a dos de las tres principales figuras que podrían haber disputado la elección en 
aquel momento. 


Entonces, nosotros no somos ingenuos; creemos en el diálogo, en la negociación. Por cierto 
que hemos hecho todo lo posible para llevar adelante una solución pacífica en este complicado 
panorama venezolano. 


Si les parece, paso a contestar algunas preguntas. 


La primera pregunta dice: «¿Cuál es la posición de Uruguay sobre el contundente informe de 
la ONU y la sistemática violación de DDHH en Venezuela?». Creo que la respuesta se desprende 
claramente de lo que he dicho hasta ahora. Hay más de 26 comunicados en los que hacemos una 
mención a que se respeten los derechos humanos en Venezuela, como en cualquier país. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tal vez pueda inferirse lo que opina el Gobierno uruguayo respecto a la 
primera pregunta, pero me gustaría que explícitamente se refiera a este informe y cuál es la posición 
del Gobierno. No quiero que quede implícito, sino claramente explicitado en la reunión de hoy. 


SEÑOR MINISTRO.- Habíamos decidido distribuir los temas y este de Naciones Unidas le corresponde 
al vicecanciller. Además, él estuvo reunido con el representante jordano, Zeid Ra'ad Al Hussein. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor presidente: es clara la posición de Uruguay de reafirmar la 
exigencia del respeto de los derechos humanos y condenar todas las violaciones a los derechos 
humanos. Como bien señalaba el canciller, esto consta en todos los comunicados que ha suscrito la 
Cancillería sobre el tema. Y no es una posición referida exclusivamente al caso de Venezuela; es un 
punto cardinal de la política exterior del Uruguay. 


Sobre el caso de Venezuela quiero agregar que, inclusive, es una posición que tenemos 
desde antes de este Gobierno. Siendo Luis Almagro canciller de la república y yo coordinador nacional 
de la Unasur, lo acompañé a Caracas en una misión de negociación de cancilleres que había dispuesto 
la Unasur para tratar de acercar las partes entre la oposición y el Gobierno. En esa oportunidad, el 


entonces canciller del Uruguay, Luis Almagro, planteó claramente la situación de los derechos 
humanos y la preocupación del Uruguay por este tema. Hubo entrevistas y se le exigió a Maduro -que 
en aquel entonces ya era presidente de Venezuela— que para que la misión de la Unasur se pudiera 
constituir ahí debía existir la posibilidad de entrevistarse libremente con representantes de la MUD, de 
los sindicatos y de las asociaciones estudiantiles, obviamente, no oficialistas. Esto fue aceptado por el 
Gobierno venezolano y fue la condición bajo la cual se realizó esta misión de Unasur. 


Quiere decir que esta es una posición y un reclamo del Gobierno uruguayo de larga data que, 
obviamente, la actual administración no solo ha mantenido, sino también fortalecido. La defensa que el 
Uruguay ha hecho del sistema interamericano de derechos humanos, de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, ha sido una defensa —permítanme la expresión— a capa y espada frente la 
situación que nos ocupa. Tan así es que Venezuela terminó denunciando este mecanismo y 
abandonando el sistema interamericano de derechos humanos, incluso antes de su anunciada 
voluntad de retirarse de la OEA. En el seno de la Unasur había países que querían reformar 
profundamente el sistema de defensa de derechos humanos dentro de la OEA, ante lo que Uruguay 
mantuvo una posición muy firme en ese sentido. Esto ha sido, en definitiva, un norte en materia de 
política exterior. 


No obstante, ya que se menciona el tema de Naciones Unidas, si el señor ministro me 
permite, quisiera hacer una reflexión sobre este tema que fue planteado en la segunda pregunta. 
Nosotros en Cancillería valoramos que América Latina, afortunadamente, haya estado fuera de la 
agenda del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. Allí se tratan temas como el de Siria, el de 
varios países del África —en particular el de la República del Congo- y también el caso de Corea del 
Norte. En lo que hace a nuestra región hay un punto de agenda positiva, que es la situación de 
Colombia, en la que el Consejo de Seguridad ha participado, bajo la presidencia de nuestro país, de 
una manera positiva. Pero entendemos que, en general, es bueno que América Latina esté fuera de la 
agenda del Consejo de Seguridad, porque eso supone ciertas implicancias complicadas desde algún 
punto de vista. 


Para extenderme sobre este punto, quisiera solicitar que se suspenda la toma de la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero decir que me opongo a que se suspenda la toma de la versión 
taquigráfica, y voy a manifestar mis argumentos al respecto. 


Esta reunión es de extrema importancia para quienes estamos aquí y también para la opinión 
pública. Estamos hablando de la posición de nuestro país, a través del Gobierno, en las relaciones 
internacionales, en este caso con un país del cual mucho se ha hablado y opinado. Por esa razón, en 
lo personal me resulta muy importante —salvo que se trate de algo de extrema urgencia, porque 
tampoco vamos a actuar con necedad— que todo lo que se diga y se opine en esta sesión conste en la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros íbamos a pedir que en algunas partes de esta sesión se suspendiera la 
toma de la versión taquigráfica, fundamentalmente, cuando se hablara de dos temas: uno es este 
relativo al Consejo de Seguridad y otro el que tiene que ver con la reunión de Lima, en cuyo caso me 
voy a reservar las respuestas, porque no puedo darlas y que circule urbi et orbi la posición de nuestra 
Cancillería. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que es de estilo en cualquier tema de importancia para el Estado 
uruguayo solicitar por parte de las autoridades la reserva. Por lo tanto, me parece que es la primera 
vez que en cuatro períodos legislativos se niega la reserva de una respuesta para que la versión 
taquigráfica no dé cuenta de tal. Lamento esta situación e insisto en que no tiene antecedentes. Por 
consiguiente, entiendo que el Gobierno reserve información, cuyo intercambio sería útil para las 
Comisiones de Asuntos Internacionales de ambas Cámaras que están hoy aquí reunidas. 


SEÑOR LACALLE POU.- No todo lo nuevo es malo; es más, lo nuevo, a veces, es bueno, si fuera 
nuevo, que no lo es. No me voy a poner a discutir cuál es la historia; quizás la señora senadora Xavier 


no lo vio, pero porque no lo haya visto o presenciado no quiere decir que esta situación no se haya 
dado. 


Quiero ser claro: yo creo que el canciller está en una posición incómoda; y estuvo todo este 
tiempo en una posición incómoda. Desde que nosotros empezamos a trabajar esta situación —con el 
senador Larrañaga, con la senadora Alonso, con los senadores de la oposición, con el presidente de 
esta comisión- la idea inicial era interpelar al ministro, llevarlo a sala, y ahí el señor ministro no iba a 
poder ampararse en no responder a algunas preguntas. Entonces, la oposición ha sido muy prudente 
en este sentido en virtud de la situación frágil que se vive y por la que atraviesa este gobierno. Yo no 
quise iniciar esta sesión diciendo los motivos por los que para mí Uruguay no se manifestó, pero 
seguro que no fue por ingenuo —el canciller usó dos veces ese concepto—; obviamente que no fue por 
ingenuidad, me queda claro pero, con seguridad, no nos pondremos de acuerdo por qué fue. 


SEÑOR MINISTRO..- Por convicción democrática y dialoguista. 


SEÑOR LACALLE POU.- Las sonrisas no quedan en la versión taquigráfica, pero claramente podría 
decir que cuando el señor ministro dijo eso se me esbozó una sonrisa. 


El señor ministro no quiere que se divulgue la versión taquigráfica, pero para mí es 
importante que haya toma de versión taquigráfica; insisto en que no es necedad, sino que, 
simplemente, queremos versión taquigráfica. Y quiero que la señora senadora Xavier y los demás 
miembros de la comisión tengan presente que el Partido Nacional ha sido muy prudente en este 
sentido, porque otra hubiera sido la instancia si la prudencia no hubiera primado en nuestro partido. 


SEÑOR PINTADO..- Quiero plantear varios puntos. 


En primer lugar, voy a dejar una constancia, porque que se diga que el tema Venezuela es 
preocupación de la opinión pública es una opinión; es una opinión regida porque los medios de 
comunicación lo ponen en primer orden del día y nadie eligió a los medios de comunicación para 
representar a la ciudadanía ni a la opinión pública. Se me dice que la opinión pública tiene la opción de 
cambiar de canal o de radio, pero el problema es que si se cambia, siempre está lo mismo, y entonces 
no hay opción. 


En segundo término, que un senador opine que no se levante la versión taquigráfica no es la 
opinión de la comisión. Entiendo que la delegación considera que hay que suspender la versión 
taquigráfica porque hay cosas de política exterior que no es bueno andar ventilando, no por un 
secretismo, sino porque ayuda a las relaciones internacionales y fortalece la posición de Uruguay. Eso 
es lo que hacía yo cuando era dirigente sindical: no le iba a decir al patrón cuál era mi estrategia para 
derrotarlo; no, eso lo decidíamos y no salía en los medios de comunicación ni lo poníamos en versión 
taquigráfica. Esto no es lo mismo, pero el Uruguay no actúa solo. Por lo tanto, señor presidente, si la 
delegación entiende que algunas cosas no tienen que quedar registradas en la versión taquigráfica, 
corresponde ponerlo a votación de la comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quien preside la sesión entiende que podemos optar por uno de dos caminos: 
dejamos la constancia de que el señor senador Lacalle Pou no está de acuerdo con levantar la versión 
taquigráfica sobre alguno de estos asuntos y de cualquier manera procedemos a hacerlo, o se vota. 
Asumo que con dejar la constancia estaríamos cumpliendo con lo planteado por el señor senador 
Lacalle Pou, pero me gustaría saber qué piensa. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me temo que el resultado va a ser el mismo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Procedemos entonces a la suspensión de la versión taquigráfica. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR MINISTRO.- Paso a contestar la tercera pregunta: «¿Uruguay reconoce como legítima a la 
Asamblea Nacional Constituyente?» 


Digo aquí, con mucho énfasis, que los países no reconocen instituciones dentro de los 
gobiernos. Los países reconocen Estados y, actualmente, gobiernos. Es como si alguien supusiera que 
van a opinar o reconocer la Corte Electoral del Uruguay o la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo, o el Tribunal de Cuentas de la república. Por lo tanto, nosotros no 
reconocemos ni dejamos de hacerlo. Es un tema que no nos incumbe y que es propio de la política 
interna de Venezuela en este caso. 


La cuarta pregunta establece: «¿Coincide en que es necesario aplicar la Carta Democrática 
de la OEA?» 


La verdad es que son dos cosas. Venezuela está para retirarse de la Organización de los 
Estados Americanos. Ya ha anunciado que se retira y, de hecho, no está participando en nada más que 
en las negociaciones de salida. 


Además, no ha habido votos en cada instancia en que se ha propuesto la aplicación de la 
Carta Democrática de la OEA porque algunos países han decidido que de ninguna manera van a 
conformar los dos tercios necesarios para aplicarla. 


La quinta pregunta refiere al motivo por el cual Uruguay no acompañó la Declaración 
Conjunta suscrita en la ciudad de Lima. Aquí es donde vamos a pedir que se suspenda nuevamente la 
toma de la versión taquigráfica porque creo que este asunto debe tener cierta reserva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Procedemos a la suspensión de la versión taquigráfica dejando nuevamente 
la constancia de la objeción del senador Lacalle Pou. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR MINISTRO.- En cuanto a la pregunta que refiere a cuál de los quince numerales de la 
Declaración Conjunta no se comparten, debo decir que el que más nos preocupó fue el pedido de 
suspensión de la reunión Celac — Unión Europea, porque creemos que es inconveniente para Uruguay 
y para el Mercosur. 


Con respecto a la condena a la ruptura del orden democrático de Venezuela, debo decir que 
lo anunciamos el sábado anterior a que lo hicieran ellos. 


En cuanto a la decisión de no reconocer a la Asamblea Nacional Constituyente, ni los actos 
que emanen de ella, por su carácter ilegítimo, nosotros ya hemos dado la posición de Uruguay. 


Sobre el pleno respaldo y solidaridad con la Asamblea Nacional, democráticamente electa, 
también hemos manifestado nuestro punto de vista. 


Otro punto de la declaración refiere a los actos jurídicos que, conforme a la Constitución 
requieran autorización de la Asamblea Nacional, solo serán reconocidos cuando dicha Asamblea los 
haya aprobado. 


También se expresa allí el enérgico rechazo a la violencia y a cualquier opción que involucre 
el uso de la fuerza. 


Con relación al apoyo y solidaridad con la Fiscal General y los integrantes del Ministerio 
Público de Venezuela y exigen la aplicación de las medidas cautelares emitidas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, tampoco deberíamos meternos en ese punto. 


Ya hemos hablado de la condena a la violación sistemática de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, a la violencia, la represión y la persecución política, la existencia de presos 
políticos y la falta de elecciones libres bajo observación internacional independiente. 


En lo que tiene que ver con que Venezuela no cumple con los requisitos ni obligaciones de 
los miembros del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, ya hemos hablado y se 
sabe cuál es la posición. 


En esa declaración también se menciona la seria preocupación por la crisis humanitaria que 
enfrenta el país y su condena al gobierno por no permitir el ingreso de alimentos y medicinas en apoyo 
al pueblo venezolano. 


Allí se habla, asimismo, del apoyo a la decisión del Mercosur de suspender a Venezuela en 
aplicación del Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático. 


Con respecto al llamado a detener la transferencia de armas hacia Venezuela, a la luz de los 
artículos 6.* y 7.* del tratado sobre el comercio de armas, no nos opondríamos. 


No estamos muy de acuerdo con el hecho de que teniendo en cuenta las condiciones 
actuales se solicite a la presidencia pro tempore de la Celac y la Unión Europea la postergación de la 
Cumbre Celac—UE, prevista para octubre de 2017. 


Sobre el compromiso de mantener un seguimiento de la situación de Venezuela a nivel de 
cancilleres podríamos estar de acuerdo porque lo hemos hecho desde 2015. 


Con relación a la disposición de apoyar de manera urgente y en el marco del respeto a la 
soberanía venezolana todo esfuerzo de negociación creíble y de buena fe, creo que hemos dado 
pruebas de que efectivamente queremos ayudar y participar. De manera que no tenemos mayores 
comentarios para hacer acerca de ello. 


Volviendo a las preguntas formuladas aquí quiero decir lo siguiente. Con respecto a la 
posición que ha tenido Uruguay en otros ámbitos multilaterales, como la Unasur o la Celac, diría que 
ambas están prácticamente sin funcionar porque, como los señores senadores saben, Venezuela ha 
puesto un voto a la nominación del secretario general de la Unasur y como estas decisiones se toman 
por consenso nadie cita, nadie convoca y no hay funcionamiento. Obviamente que la Argentina podría 
hacer la convocatoria, pero el problema es que no irá Venezuela o algún otro país. La verdad es que 
estas dos instituciones están muy comprometidas desde el punto de vista de su funcionamiento porque 
no hay voluntad para ello; esto no es por parte de Uruguay, por cierto. 


La afirmación que se hace aquí sobre el presidente Tabaré Vázquez no la comparto, porque 
él hizo una reflexión en tono de pregunta: «¿Qué hubiera pasado si?», y nada más. El presidente 
Tabaré Vázquez apoyó la decisión por las razones que he expresado a lo largo de esta convocatoria. 


Sobre el motivo por el que Uruguay no ha designado aún un embajador en Venezuela, existe 
también una información errónea. La verdad es que Venezuela no rechazó a ningún embajador 
propuesto; los beneplácitos que se mandaron fueron aceptados. Es una decisión del Gobierno, por 
ahora, no enviarlo a Caracas y, por ello, el señor presidente me dijo de esperar un poco más para 
enviar al Senado la solicitud de venia. Reitero que no fue rechazado ningún candidato propuesto; por el 
contrario, mandamos la propuesta y enseguida nos dieron su beneplácito. 


Se nos pregunta si la embajada de Uruguay está en condiciones de brindar asistencia a los 
uruguayos en caso de ser necesaria repatriaciones. Obviamente, la embajada está en condiciones de 


atender algunos casos pero, por el momento, no hay solicitud alguna de repatriación, de asilo ni de 
hospedaje. Aclaro esto porque los chilenos están diciendo que tienen hospedados a algunos jueces 
nombrados por la Asamblea Nacional en condición, precisamente, de huéspedes. Pero esas 
situaciones no se han dado. 


La siguiente interrogante es: ¿Qué medidas de contingencia está previendo nuestro país 
para el caso que se incrementen las solicitudes de asistencia al compatriota o de ser necesaria la 
repatriación de parte de uruguayos residentes en Venezuela que busquen escapar del régimen de 
Maduro? Nuestra respuesta es que, obviamente, ¡todo lo que se pueda! Nosotros tenemos una 
ministra en la embajada —que está abierta— que atiende las cosas que se le van planteando —ella es la 
que nos informa sobre los sucesos que están ocurriendo— y, además, hay un cónsul. 


A continuación nos preguntan: ¿Cuáles son los insumos humanos y materiales que se 
cuentan para estos efectos? Una embajada, un edificio, una encargada de negocios, que es ministra 
consejera, y un cónsul. 


Con respecto a la pregunta acerca de con qué informes cuenta el ministerio sobre la 
situación de nuestros compatriotas residentes en Venezuela, puedo decir que, precisamente, con los 
informes del personal que está allí destacado. 


En cuanto a la pregunta sobre si la embajada de Uruguay está en condiciones de dar asilo 
político a los perseguidos, no sé si se trata del asilo acá o allá. 


SEÑOR LACALLE POU.- Acá. 


SEÑOR MINISTRO.- Todavía no ha venido ninguno bajo régimen de asilo; cuando venga será 
considerado por la Comisión para los Refugiados que está integrada, entre otros, por el Poder 
Legislativo, así que este aspecto funciona normalmente. 


Con respecto a la posición que adoptaría el Uruguay en caso de ser solicitado, señalo que 
será resuelto, obviamente, por la Comisión para los Refugiados a través de un estudio caso a caso. 


En cuanto a la condición en que quedan aquellos venezolanos que tienen o están tramitando 
residencias, tienen o están tramitando becas, tienen o están tramitando derechos otorgados en función 
del Mercosur, ya que hoy esos derechos se encuentran formalmente suspendidos. Para responder esta 
pregunta hubiéramos necesitado al director de Asuntos Consulares, pero si ustedes están de acuerdo 
solicitaría al jefe de gabinete que la respondiera. 


SEÑOR BOGLIACCINI.- En principio, todas las gestiones y los trámites que están llevándose adelante 
no se suspenden, es decir, no se postergan las residencias que se puedan solicitar ni tampoco se 
paran las becas que están en trámite —sigue todo con total normalidad— e, inclusive, el espíritu es no 
perjudicar a las personas que están haciendo cualquiera de los trámites mencionados, salvo 
dificultades normales que puedan surgir de cuestiones burocráticas que nada tengan que ver con la 
suspensión de Venezuela. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto al número de casos de falsificación de apostilla de la Haya 
introducidas por venezolanos en el trámite de la residencia del Mercosur en el Uruguay, señalo que 
hemos detectado aproximadamente 200. 


En cuanto a las acciones del Estado uruguayo ante el Estado venezolano para subsanar los 
casos de emisiones falsas de apostillas de la Haya, debo decir que estas se basan en intensificar el 
control por medio de un doble control, es decir, observar con mucho más detenimiento. 


Con relación a la consulta acerca de si el Gobierno uruguayo reconoce que la ruptura del 
orden democrático en Paraguay no tuvo la magnitud o gravedad que está teniendo la ruptura de la 


democracia en Venezuela, la verdad es que me parece que es inapropiada e irrelevante. Lo cierto es 
que esto sucedió hace mucho tiempo, y no voy a emitir opinión al respecto. 


A continuación se nos pregunta si finalmente nuestro país, a través de este gesto 
reconociendo su error al haber suspendido al Paraguay... Paso. 


Ante la interrogante de si el canciller entiende que Uruguay debe seguir participando en 
Telesur, un canal gerenciado por un régimen antidemocrático y si el Ministerio de Relaciones Exteriores 
tiene previsto o se ha planteado iniciar el proceso de abandono del proyecto, puedo decirles que 
estamos hablándolo con el Ministerio de Educación y Cultura y con el Ministerio de Economía y 
Finanzas; de paso, también lo hacemos para el Banco del Sur, para el que todavía no hemos puesto 
los aportes correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para continuar con el trámite de esta reunión vamos a hacer lo siguiente. Le 
damos nuevamente la palabra al señor senador Lacalle Pou, y acto seguido iniciamos la ronda de 
intervenciones de los integrantes de la comisión, para dar luego nuevamente la palabra al señor 
Canciller. En ese sentido, anuncio que, después del senador Lacalle Pou, está anotado el senador 
Larrañaga. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero agradecer la información que nos ha dado el Canciller y el equipo 
que lo acompaña. 


Simplemente quiero hacer una apreciación. El señor ministro de Relaciones Exteriores dice 
que en estas negociaciones no se puede ser ni intempestivo ni desmelenado, pero esa no fue la actitud 
que se tuvo con Paraguay. 


Tenemos entendido que hay solicitudes de asilo, de refugio y nos gustaría que el señor 
ministro nos informara mejor o que se obtuvieran esos datos. 


Hay un tema que es colateral, pero que el señor ministro afirma y la información que yo tengo 
es otra. Me refiero a la persona que había sido designada como embajador ante Venezuela; tengo 
entendido que se envió el beneplácito y no se aceptó. A ese embajador le dimos la venia en esta 
comisión y hoy está en otro país. 


SEÑOR MINISTRO.- Nunca se pidió el beneplácito para el actual embajador uruguayo en el Perú. Se 
tomó una decisión porque se estimó necesario y conveniente enviarlo al país en el que está ahora 
porque había sido rechazada otra venia en el Senado, ahí sí a Perú. El beneplácito que pedimos para 
el embajador fue dado inmediatamente y eso le consta a la comisión. 


SEÑOR LACALLE POU.- No sé cuál es la normativa aplicable, pero sobre la pregunta 20 el canciller 
dijo «paso». La verdad es que no sé cómo queda contestada esa pregunta, porque si fuera un examen 
seguramente no la aprobaba. Obviamente, espero una respuesta a la pregunta 20. 


(Dialogados). 


—En cuanto al presidente de la república, no pregunta sino que afirma. Voy a leer lo que dijo: 
«¿Qué pasa con el Uruguay si se mantiene en una situación intransigente entre Mercosur? ¿Y si lo 
aísla al Uruguay del Mercosur? No hay digamos una normativa que puedan esgrimir los otros países 
para dejar a Uruguay aislado pero desde el punto de vista comercial pueden tomar varias medidas que 
perjudiquen a Uruguay. ¿Y cuántos puestos de trabajo se pueden perder?» Claramente, esta es una 
afirmación del presidente de la república y no una pregunta. Dejo por aquí, esperando, obviamente, la 
respuesta. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Tengo que confesar el respeto y aprecio que le tengo al canciller y, además, 
agradezco su presencia. El señor ministro representa la posición del Poder Ejecutivo que, en mi 
opinión —lo voy a decir aquí porque lo he expresado públicamente—, nos coloca un poco del otro lado 


de la historia y no del lado de la historia que corresponde a la tradición de nuestro país. Más allá de las 
discusiones de las fechas, francamente debo decir que hace bastante tiempo que puede considerarse 
que en Venezuela hay, lisa y llanamente, una dictadura. Cuando no funciona el principio de separación 
de poderes, el Estado de derecho, el principio de legalidad, se encarcela a los dirigentes, se atropella a 
la prensa, evidentemente estamos ante una ruptura del Estado de Derecho. 


Con toda franqueza creo que las propias expresiones vertidas por el señor canciller reafirman 
que en el contexto internacional a Uruguay se lo colocaba en un determinado posicionamiento. Esto, 
además, nos coloca a nosotros en una posición compleja y, en ese sentido, reafirmo lo que expresó el 
senador Lacalle Pou. Para nosotros hubiera sido muy fácil convocar al canciller a una interpelación en 
el Senado de la república y finalizarla simplemente con una moción que dijera: «El Senado de la 
república apoya la declaración del 5 de agosto impulsada por el presidente Vázquez y por el canciller 
Nin Novoa». Claramente, eso solo hubiera puesto en una encrucijada al Gobierno. No recorrimos ese 
camino; recorrimos el camino de una convocatoria aquí, en la Comisión de Asuntos Internacionales, 
para hablar de un tema que creemos es extremadamente grave. 


El señor ministro leyó muchísimas declaraciones sobre Venezuela —fueron tantas que 
confieso que me perdí, por lo que seguramente después me ponga a leerlas— y me importa precisar 
que, si no entendí mal, puso como fecha bisagra el 31 de marzo de 2017, fecha en la que el Tribunal 
Supremo de Justicia asume las competencias de la Asamblea Legislativa pasando por encima del 
Parlamento electo en su momento en Venezuela. Según lo expresado por el propio canciller, ahí el 
Gobierno uruguayo asume la ruptura institucional en Venezuela; por lo que escuché, es así. Luego el 
canciller expresa que del 31 de marzo de 2017 a la fecha no ha pasado un tiempo suficiente, 
importante, en términos diplomáticos, y seguramente sea así en tales términos. Ahora bien, el 
problema es que entre el 31 de marzo de 2017 a la fecha han ocurrido hechos gravísimos en 
Venezuela: murieron 156 personas, se sacó a dirigentes políticos de sus casas de noche, violando todo 
lo que significa el orden jurídico no ya nacional, sino también internacional. Todo eso ha sucedido. Y 
tampoco puede decirse que el ámbito de la verdad puede estar en la Asamblea Constituyente, como 
expresó el canciller contestando algunas preguntas. Evidentemente, más allá de que no le 
corresponda al Gobierno inmiscuirse en avalar una asamblea de esa naturaleza —y ahí tengo una 
diferencia, porque no es lo mismo que avalar o no la Suprema Corte de Justicia o la Corte Electoral en 
el Uruguay—, me parece que estamos hablando de una Asamblea Constituyente totalmente trucha 

—discúlpeseme el término pero ningún otro me vino a la memoria en este momento— porque, 
además, hasta la propia empresa encargada de fiscalizar la cantidad de gente que votó, solamente la 
contratada por el Gobierno terminó aceptando que hubo por lo menos más de un millón de votos que 
los que efectivamente había habido. 


Compréndase, señor canciller, que en la oposición estamos en una situación 
extremadamente compleja, porque hasta hace poco veníamos reclamando al Gobierno lo que el 
Gobierno hizo, y atacábamos al Gobierno y a la fuerza política que gobierna en función de que 
entendíamos que no estaba actuando. Ahora estamos en una posición cruzada porque, efectivamente, 
sobre este punto y sobre la declaración del Mercosur resulta que desde la oposición lo estamos 
apoyando, o por lo menos lo apoyamos, y hay sectores de su fuerza política que no lo están apoyando, 
en forma pública. El señor ministro se encoje de hombros y, obviamente, lo comprendo, pero la 
realidad es como es. Tiene una parte importante del Frente Amplio que no lo está respaldando; tiene 
una parte importante de su fuerza política que no lo respalda, aparte de los pronunciamientos del 
PIT-CNT y de la FEUU, que tampoco lo respaldan, pero es claro que eso forma parte de un elenco de 
jerarquías diferentes. 


El señor senador Lacalle Pou se refirió a las declaraciones del presidente Vázquez en 
Búsqueda, y es claro que del contexto, de la forma como se titularon las contestaciones emerge que, 
aparentemente, el Gobierno temió represalias del Mercosur si seguía intransigente en la defensa de 
Maduro. ¿No es así? ¿O yo leí otra edición de Búsqueda? El señor presidente de la república dijo: «Ya 
no teníamos argumentos dentro del Mercosur para seguir sosteniendo la posición de Uruguay». Reitero 
esto último: «sosteniendo la posición de Uruguay». La posición de Uruguay hasta esa fecha era que no 
quería aplicar las cláusulas del Mercosur. 


También escuché algunas declaraciones del canciller, que según como se exprese, no 
pueden ser compartibles. La tesis de querer colaborar con el pueblo de Venezuela, por supuesto que 


se la doy por válida. ¡Cómo no voy a creerle eso al canciller de un país democrático como el nuestro, 
con un gobierno democrático como el nuestro, con una democracia como la nuestra! ¿Cómo podría no 
creer que queramos colaborar con el pueblo de Venezuela? El problema es cuando el gobierno que 
gobierna Venezuela apunta las armas que la patria les dio a sus soldados contra la población civil. A mi 
juicio eso es extremadamente grave. ¡Vaya si en otros tiempos todas las fuerzas políticas en el 
Uruguay fuimos contestes en cuestionar durísimamente ese tipo de actitudes! Más allá de los sesgos o 
de las inclinaciones, las dictaduras son dictaduras. No hay distinción de dictaduras de izquierda o de 
derecha. Las dictaduras son dictaduras, y punto. 


La nota de Búsqueda dice, además: «Vázquez sostuvo que la posición uruguaya siempre fue 
la de darle margen a su par Nicolás Maduro para que diera “sus argumentos y sus fundamentos” antes 
de que lo sancionaran». El relatorio que hizo el señor canciller de las declaraciones así lo expresa. 


Después llegamos a las propias preguntas, que importan porque las hace el presidente. Creo 
que las expresiones que formula el presidente de la república tienen, naturalmente, un peso 
insoslayable, imposible de controvertir. Y son preguntas, pero en realidad encierran una contestación. 
Dice la nota de Búsqueda: «“¿Qué pasa con el Uruguay además si se mantenía en una situación 
intransigente dentro del Mercosur? ¿Y si lo aíslan a Uruguay del Mercosur?”, se preguntó el 
mandatario. Y prosiguió: “No hay, digamos, una normativa que puedan esgrimir... ». Es decir, son 
preguntas pero que en realidad ya están siendo contestadas. 


Entonces, quiero plantear una pregunta en forma contundente. El señor ministro sabe bien 
que no soy mucho del bisturí, sino más bien del hacha. La verdad es que no me caracterizo por la 
filigrana, por el dribling tipo Messi, sino más bien por el trancazo tipo el Peta Ubiña. ¿La actitud del 
Uruguay fue por miedo a represalias y no por la dictadura de Venezuela? Quiero preguntarle al señor 
canciller para que me responda de manera clara: ¿lo de Venezuela hoy es una dictadura o no es una 
dictadura? Quiero que me conteste esa pregunta. ¿Nos subimos a la sanción porque teníamos algún 
tipo de resquemor con respecto a las consecuencias que podíamos tener en el ámbito del Mercosur si 
no la adoptábamos? ¿O es una cuestión de principios, y porque es una dictadura se adoptó finalmente 
esa decisión, que en lo particular respaldamos y apoyamos? ¿Qué es eso de que no hay más 
argumentos para defender a Venezuela? 


¿Por qué Uruguay terminó dilatando en el tiempo decisiones? En este sentido discrepo con 
algún compañero de comisión. Creo que un amplísimo espectro de la población uruguaya reclamaba o 
coincidía con una sanción más decidida, una actuación más firme del Gobierno y no tan contemplativa 
con la situación de Venezuela. Por supuesto, siempre será opinable el tema de los tiempos, pero esto 
no empezó el 31 de marzo de este año. El resquebrajamiento institucional de Venezuela empezó en 
2015, cuando se eligió la Asamblea Nacional. Después de esa elección legislativa estrepitosamente 
perdida por el Gobierno, empezó el desbalance en la preservación del Estado de derecho en 
Venezuela. 


Estas son las preguntas que quería formular que, en síntesis, refieren a cómo se atan las 
declaraciones del presidente, al temor de las represalias, y a la definición del Gobierno. 


Supongo que en algún tiempo el Gobierno resolvió, a través del presidente de la república — 
en consulta interna con integrantes de su fuerza política y también, por supuesto, con el canciller de la 
república—, la adopción de esta decisión, frente a eso que también estoy preguntando, esto es, si en el 
en el concepto del Gobierno uruguayo, el Gobierno de Venezuela es o no una dictadura. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑORA ALONSO.- Me sumo a las preguntas formuladas el señor senador Lacalle Pou —sin querer 
ser reiterativa—, quien ha convocado oportunamente a esta sesión de la comisión, y reafirmo algunos 
conceptos mencionados por el señor senador Larrañaga. 


Ante todo, quiero dejar constancia del afecto y del respeto que tengo, no solamente por el 
canciller sino también por el vicecanciller, cosa que dejé expresamente claro en esta casa hace pocos 


días. 


Quiero referirme a algunos conceptos: temporalidad, incoherencia, vaguedad y, por último, 
unidad. 


Imagino que el tema de Venezuela se ha transformado en un gran dolor de cabeza para el 
ministro y coincido con él en el camino del diálogo. Tanto he creído en ese camino en el caso de 
Venezuela, que así lo planteé en varias oportunidades. 


Creo que el caso de Venezuela no arrancó hace cuatro meses y ni siquiera en 2015. Me voy 
incluso más atrás —por supuesto que esta Administración puede responder a partir del momento en que 
asume-, a las elecciones bastante oscuras ocurridas en 2013, en las que obtiene el triunfo Maduro. En 
esa oportunidad participé, aunque no como observadora internacional —porque ya en aquel momento 
no se aceptaban los observadores internacionales—, y cuando volví hice referencia justamente a que en 
Venezuela había un gran abuso de poder. 


Recuerdo que pocos meses después —en mayo de 2013; ahora no recuerdo exactamente la 
fecha— vino a nuestro país el líder opositor Leopoldo López y fue recibido por distintas bancadas en 
esta casa, pero no por el Gobierno, entonces presidido por el expresidente Mujica. En esa misma fecha 
sí recibió al presidente Maduro, a quien entregó las llaves de la ciudad. Pero, en fin, esto es una 
cronología o, podríamos decir, la crónica de una muerte anunciada, que empezó mucho antes del 31 
de marzo de este año, incluso desde 2015. 


Como mencioné, tanto creo en el diálogo que así lo planteé. No obstante, señor ministro, ello 
no exime a un Gobierno en particular de levantar su voz, clara y firme, frente a distintas situaciones que 
se fueron dando. 


El señor ministro aludió a distintas declaraciones, de diferente tenor, pero aquí hay que tener 
en cuenta el concepto de temporalidad. Es decir, el apoyo finalmente llegó, se da, lo reconocemos y lo 
apoyamos, pero también está el otro análisis, el de la temporalidad. Este es un proceso que lleva más 
de dos años. Según decía hoy un analista, después de un incendio democrático de dos años —por 
tomar un tiempo-— ¡¿recién hacemos la denuncia?! Me estoy refiriendo, señor ministro, a declaraciones 
claras y no declaraciones vagas, inconsistentes o dudosas. 


Se tendría que haber llegado mucho tiempo antes y, como integrante de un país 
democrático, pero también inmersa en la comunidad internacional, me da la sensación de que estamos 
para apagar incendios y no para prevenirlos. Por lo menos, eso es lo que me hubiera gustado a mí: 
sabiendo de la complejidad —ahora me voy a referir a un argumento muchas veces utilizado, que es el 
de la intromisión en los asuntos internos, valor que nuestro país ha defendido y que sigo defendiendo—, 
podríamos haber reaccionado claramente y haber hecho algo por un pueblo que todos sabemos de la 
manera que viene sufriendo. 


Como decía recién, me voy a referir al principio de no intromisión en los asuntos internos, un 
argumento que se utilizó durante todo este tiempo, que se resaltó desde el Gobierno y que Uruguay 
siempre defendió. Este principio, de enorme relevancia para la comunidad internacional, tiene una 
frontera bien definida en términos técnicos, ya que termina cuando pasa a jugar el concepto de la 
responsabilidad de proteger. Ese concepto, que se acuñó en el informe del año 2001 y que en el 2005 
fue asumido en Naciones Unidas, quizás busca dar respuesta a una pregunta que me hago y que me 
gustaría saber si nuestra Cancillería también se ha hecho: ¿quién es responsable de proteger a una 
población contra las violaciones a los derechos humanos cometidas por un gobierno que usa el poder 
militar para limitar las libertades de los ciudadanos? 


Hay un segundo aspecto que me resulta llamativo, que me ha preocupado durante todo este 
tiempo y que me sigue preocupando. Me refiero a la posición que ha tomado el Gobierno uruguayo en 
cuanto a los conceptos de vaguedad e, inclusive, de incoherencia en algunos temas. En esas 
declaraciones que el señor ministro leyó se muestra que el Gobierno en algunas instancias comenzó a 
respaldar el pedido de restablecimiento, la liberación de los presos políticos, el freno a las violaciones a 


los derechos humanos. Sin embargo, en el mismo escenario, no estaba dispuesto a expulsarlo del 
Mercosur o a tomar determinadas decisiones por no respetar la cláusula democrática. Es decir que por 
varios meses se siguió considerando a Venezuela como una democracia activa; recuerdo que en algún 
momento el ministro la definió como una democracia autoritaria, que hasta el día de hoy sigo sin tener 
claro a qué se refería. Trasmito esto en pasado, porque eso pasó y porque, claramente, en Venezuela 
hay una dictadura definida. 


Por todo esto hice referencia al concepto de incoherencia. Mi referencia a la incoherencia de 
este tipo de decisiones no tomadas se justifica al hacernos una pregunta básica, que también me 
gustaría saber si nuestra Cancillería se ha hecho: ¿cómo es posible considerar a un gobierno como 
democracia cuando hace uno o dos años que se le pide que se libere a los presos políticos y se deje 
de violar derechos humanos? Digo esto teniendo en cuenta que no hace tanto —según el relato del 
señor ministro a partir del 31 de marzo— que se empezaron a dar estos cuatro meses a los que hacía 
referencia. Es decir, valdría preguntarse entonces en qué año y en qué momento —el señor ministro 
hizo referencia al 31 de marzo, como dijo el señor senador Larrañaga- se alcanzó la línea roja para un 
país como el nuestro. Eso me preocupa, y me lleva a preguntarme si hemos caído tan bajo que la línea 
roja para un país como el nuestro es la disolución del Parlamento. ¿No pasaba nada con todo lo que 
ocurrió antes, más allá de esas resoluciones vagas, imprecisas, tibias? 


El señor ministro hizo referencia a que los tiempos diplomáticos son mucho más mesurados; 
eso lo comparto, lo entiendo, y me pongo en sus zapatos, aunque en estos momentos no me gustaría 
estar en ese lugar. Desde el 31 de marzo han pasado cuatro meses, pero eso no alcanza. Repito lo 
que dije al principio: apoyamos que esta posición, aunque tardía, haya llegado. 


Una reflexión final. Las declaraciones del presidente Vázquez también me dejaron una 
preocupación. Creo que es tremendamente peligroso que se diga, aun en tono de pregunta, que 
podían haber existido presiones desde el punto de vista comercial, porque eso le hace muy mal a 
nuestra política exterior, le hace muy mal a nuestro país y le pone precio a nuestros valores 
democráticos. Creo que en estas cosas, cuando se violan los derechos humanos, no hay grises; se 
violan o no se violan los derechos humanos. Esto le sale muy caro a nuestro país; creemos y 
confiamos en que el pueblo venezolano va a salir de esta situación únicamente desde los venezolanos, 
y en esto coincidimos con el señor ministro, pero nosotros también debimos haber tenido una tarea en 
este tema. 


Entonces, señor ministro, le pido que no nos defraude; si en usted aún vive algo de blanco, y 
quiero creer que de wilsonista también.... 


(Intervención del señor ministro que no se escucha). 


—Bueno, pero seguramente estará del lado de la libertad, de la democracia y de la justicia... 


(Intervención del señor ministro que no se escucha). 


Sin duda que sí. Pero permítame, señor ministro, que en esta casa, que es la casa del 
pueblo, pueda hacer referencia como nacionalista, como blanca y como wilsonista a valores con los 
que todos podemos comulgar y que tienen que ver con la libertad, la democracia y la justicia. Voy a 
pedir al señor ministro que tratemos de dar una imagen -y esto va al señor canciller por lo que 
representa— de unidad, que creo que ha sido el mayor capital que tuvo siempre nuestro país, aunque 
eso hoy no lo estamos teniendo. Pido que se me permita decir con el mayor respeto que el concepto 
de unidad que hoy no está teniendo nuestro país no es por los referentes de la oposición que, como 
bien sabe el señor ministro, siempre lo hemos apoyado, tal como dijo hace momentos el señor senador 
Larrañaga. 


Por consiguiente, desde ese lugar vuelvo a repetir y a reafirmar el concepto que acabo de 
expresar, especialmente en lo que respecta al tema más importante que es defender nuestra 
democracia. 


Muchas gracias. 
SEÑOR OTHEGUY.- En primer lugar, nuestro saludo al señor ministro y a su equipo. 


En segundo término, señalar con claridad que el ministro y el Gobierno tienen todo nuestro 
respaldo; eso está fuera de duda, por lo menos para mí. ¿Eso significa que siempre tengamos puntos 
de vista coincidentes sobre todos los temas? No. En los partidos políticos vivos, que debaten, que 
discuten y después intentan construir síntesis, tenemos distintos puntos de vista. Ahora bien: es mi 
Gobierno y es mi canciller. Eso está fuera de discusión. Como senador de la república y como senador 
del Frente Amplio —orgulloso de ser frenteamplista y de izquierda— mis lealtades son con el pueblo 
uruguayo y con el Gobierno; esas son mis lealtades. No tengo lealtad con ningún otro gobierno: mis 
lealtades son con el pueblo y con el Gobierno que contribuimos a colocar al frente del Uruguay. Sin 
duda que, después, tenemos solidaridad con muchos pueblos, sobre todo, con los que más sufren. Sin 
duda, que tenemos solidaridad. Y antes de definir o tomar una posición de cómo pararnos frente a 
coyunturas muy complejas que no se pueden mirar linealmente, o antes de pensar hacer un discurso 
para ver si coincide y coordina con el estado de la opinión pública o con lo que opinan los grandes 
medios de comunicación y las élites del continente, nosotros, desde nuestro punto de vista, vamos a 
poner el foco en cómo afecta o repercute eso en un pueblo, en este caso, el venezolano. Eso es lo 
primordial; al tomar o al empujar un posicionamiento político en ámbitos internacionales cabe analizar 
antes que nada cómo afecta eso a cualquier pueblo, en este caso, al venezolano. Creo que el Uruguay 
ha transitado por ese camino de colocar en primer lugar el interés del pueblo venezolano y ver cómo 
contribuimos para que encuentre un camino —el único posible para salir de este tipo de problemas— de 
paz, de diálogo político y de concordia nacional. Repito: antes de pararnos en un lugar o en otro y ver 
cuánto rédito político nos da eso, tenemos que ver cómo contribuimos. Creo que el Uruguay se ha ido 
moviendo por ese camino. 


Sinceramente, se me hace muy difícil definir si Venezuela es una dictadura o no. Le puedo 
decir a los colegas senadores: ¿cómo lo defino? ¿Politológicamente? Acá hay algunos expertos. Diría, 
que sería difícil decir que es una dictadura desde el punto de vista politológico. Recomiendo el libro: 
Los orígenes del totalitarismo, de Hannah Arendt, para tratar de comprender qué es un gobierno 
totalitario y qué es una dictadura, porque son cosas distintas. Quizás lo podría tratar de definir desde el 
punto de vista vivencial que, capaz, es el único que estoy autorizado para definir porque no soy 
politólogo y no voy a transcurrir por tratar de instalar un debate politológico. Insisto en que lo podría 
tratar de definir desde el punto de vista vivencial, porque yo nací en el año 1970, por lo tanto, me crié 
en una dictadura, la viví. En la dictadura que yo viví no había medios de prensa que pudieran decir lo 
que quisieran; podían decir lo que decía el gobierno militar. No había prensa libre, no había prensa que 
pudiera dar cuenta de un montón de cosas que pasaban en la sociedad uruguaya, así como tampoco 
había movilizaciones. No había gente en la calle, había miedo de juntarse en una esquina. Yo era un 
gurí y te daba miedo juntarte en una esquina con tus pares, no lo podías hacer. Eso lo puedo hablar 
desde el punto de vista vivencial. No podías tener muchos libros y no podías escuchar cierta música. 
Lo recuerdo perfectamente porque los fines de semana mi padre ponía bajito los discos de Zitarrosa. A 
su vez, algunos libros estaban forrados con papel de estraza. Eso fue lo que yo viví, y viví una 
dictadura. 


Creo que más allá de los pronunciamientos hay que tratar de comprender estas cosas y ver 
cómo uno ayuda. ¿Esta situación de Venezuela es una rareza? No. Si uno repasa la historia de ese 
país, esto no es lo peor que le ha sucedido. ¡Está lejísimo de ser lo peor! La historia de Venezuela es 
una constante de hechos muy trágicos que en buena medida se interrumpieron y empezaron a cambiar 
a partir del año 1999, momento en que Chávez llega al gobierno. 


Uno podría hacer un racconto de muchas cosas, solo para traer a la memoria algunas de 
ellas. En Venezuela durante prácticamente cuarenta años, desde 1958 —cuando cae el dictador Marcos 
Pérez Jiménez-, el poder se lo repartieron dos partidos políticos, la Copei y la Acción Democrática. ¡Se 
lo repartieron! ¡Durante cuarenta años! 


Durante la década del noventa, en pleno boom petrolero —¡pleno boom petrolero 
venezolano!-, la pobreza en Venezuela era del 60 % y la indigencia, del 40 %. Son datos del Banco 
Mundial. Esa era la realidad venezolana. El paraíso era para los turistas. 


Si alguien pensó que Venezuela era el paraíso, era solo para los turistas. Repito, el 60 % de 
los venezolanos era pobre, y el 40 % vivía en la indigencia. En ese período hay más de 8.000 
desaparecidos. ¡8.000 desaparecidos en Venezuela hasta 1999! 


En 1989 —año en que se da el Caracazo-—, en dos días hubo más de 300 muertos en 
Venezuela. ¡Más de 300 muertos en dos días! ¡Eso pasó en Venezuela! 


En el año 1992, siendo Ledezma el alcalde de Caracas, se dio un hecho gravísimo: la 
masacre del retén de Catia. Las cárceles estaban superpobladas y en esta cárcel sacaron a los presos 
para afuera y los fusilaron. ¡Los fusilaron! Repito, el alcalde de Caracas era Ledezma. Algunos dicen 
que hubo 100 muertos, otros sostienen que fueron 300. Las cifras nunca se van a conocer. 


¿Por qué digo esto? Sé que a veces insisto demasiado en hablar de la historia, pero es que 
los países son también su historia. ¡Son también su historia! Esta es la historia de Venezuela. ¿Cuál es 
la memoria de ese país? Es esta y eso es lo que complejiza mucho más el análisis. Y lo que también lo 
complejiza más y hace que uno tenga que reafirmar con mucha más fuerza los principios de 
autodeterminación y de no intervención es que aquí hay una agresión feroz y sistemática contra 
Venezuela por parte de Estados Unidos. Y eso no es ninguna novedad en el continente. 


¿Es un tema novedoso la intervención sistemática de Estados Unidos para desestabilizar 
ciertos gobiernos, sobre todo cuando esos países tienen riquezas inconmensurables, como posee 
Venezuela? No es ninguna novedad. En realidad, estos temas de la autodeterminación y la no 
intervención se empezaron a discutir en el continente, a principios del siglo XX —a partir de 1902- y, 
justamente, el protagonista era Venezuela. ¿Y por qué sucedió eso? Porque ese año se da un bloqueo 
naval a ese país por parte del imperio británico, del imperio italiano y de los alemanes. En ese 
momento también se daba una situación sumamente caótica en Venezuela. ¿Por qué? Para reclamar 
las deudas que el Estado venezolano no pagaba a sus connacionales y, de esa manera, se bloquea el 
país. 


Allí se da una reformulación de la doctrina Monroe —que la hace Roosevelt—, y plantea una 
redefinición del rol que Estados Unidos iba a tener en Latinoamérica. 


¿Por qué traigo esto aquí hoy? Porque tiene que ver con Venezuela, pero fundamentalmente 
con una carta de nuestro embajador de ese momento en Estados Unidos, que da cuenta del cambio 
que se estaba dando en el continente a partir de esa definición de Estados Unidos, y que tenía a 
Venezuela como protagonista. Dice así: «Lo indudable, señor Ministro, es que en el párrafo transcripto 
se avanza una grave advertencia a los países de Sud América. Allí se dice, a las claras, que las 
nacionalidades latino americanas están expuestas a una intervención de fuerza de parte de los 
Estados Unidos, cuando el desorden interno haga presa de ellas, más propiamente hablando, cuando 
los Estados Unidos juzguen que es llegado el caso de proceder así. Por supuesto que siendo tantas las 
tentaciones y encontrando cimiento en el motivo revolucionario, no importaría contrariedad asumir ese 
papel pacificador y de tan desastrosas consecuencias para la soberanía de los intervenidos. Se trata, 
pues, de un paso altamente significativo. El Gobierno de Estados Unidos, por primera vez, hace a la 
faz del mundo una declaración tan radical y amenazadora». Esto lo decía el embajador de Uruguay en 
Washington, Luis Alberto de Herrera, en 1902. Estaba alumbrando una nueva realidad y un nuevo rol 
de Estados Unidos dentro del continente, que ha sido sistemático, que ha tenido consecuencias 
nefastas para América Latina y que hoy sigue operando. 


Estas realidades no se pueden perder de vista. Cuando analizamos un país y un conflicto 
también tenemos que incorporar este tipo de análisis, que están en nuestra historia y que han permitido 
sostener algunos principios en materia de relaciones internacionales, que yo sigo reivindicando. 


En resumen -y para no extenderme más-, creo que el Gobierno ha actuado con prudencia y 
que ha puesto en el centro la realidad del pueblo venezolano. Asimismo, pienso que tenemos que 
seguir mirando la realidad del continente a la luz de cosas que lamentablemente siguen vigentes, como 
ciertos intereses imperialistas que continúan operando en América Latina y que siguen teniendo 
consecuencias muy negativas, porque el costo siempre lo pagan los pueblos. 


SEÑOR PINTADO.- En primer lugar, quiero hacer una aclaración, porque a veces no sé si se está 
interpelando al canciller o buscando respuestas de la interna de nuestro partido. 


Nosotros nos sentimos plenamente representados por lo que hizo y lo que está haciendo el 
Gobierno en general y la Cancillería en particular, porque la Cancillería es parte del Gobierno y no toma 
ninguna resolución aislada del Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, estoy tentado de hablar de lo que fue la dictadura, pero no voy a usar ese 
recurso. Recuerdo escuchar Radio Moscú en onda corta y bajita para que los milicos no nos 
escucharan. Y también quiero decir que hoy hay diarios que titulan democráticamente, pero antes 
ponían la foto en primera plana de mis compañeros, que nunca tiraron un tiro, para que los cazaran, los 
torturaran y los mataran. Los que el mismo día que dieron el golpe de Estado pusieron «Disolvieron las 
Cámaras», ahora ponen «Abajo la dictadura», porque ahora todos somos democráticos. Pero eso 
queda para otra discusión. 


Sinceramente, me parece que no tiene mucho sentido la catalogación politológica sobre si la 
situación de Venezuela es una dictadura o no. Para los que sufren la situación no tiene mucho sentido. 
Ni siquiera la embajadora estadounidense se animó a catalogar de dictadura la situación de Venezuela. 
Creo que es una democracia en tensión, fuertemente enfrentada internamente, con riesgos 
institucionales terribles. El problema es cómo uno se para frente a esa situación. Es por ello que digo 
que apoyamos al Gobierno. Las declaraciones altisonantes pueden ser muy lindas pero no tienen 
ningún resultado en cuanto a evitar lo que queremos evitar, que es más derramamiento de sangre. 


¡Acá mataron gente en manifestaciones! Yo estuve en una en la que mataron a una persona — 
el 24 de agosto se cumple el aniversario—- y no llevé un arma, ni tapaboca, ni fusiles, ni molotov. 
Cuando era más chico capaz que alguna molotov llevé —era otro tiempo—, pero sabía los riesgos de 
meterme entre quienes manifestaban pacíficamente. 


El tema es cómo tratamos de ayudar. Aquí hay dos bandos enfrentados que el único 
resultado que quieren es el juego de suma cero, donde uno gana todo y el otro pierde todo. ¡No hay 
vuelta! 


Ahora bien, el Gobierno uruguayo, en vez de quedarse tranquilo, trató  —creo que todavía 
trata— de tener espacio para colaborar dentro de lo posible porque, como bien se sabe, lo determinante 
es lo interno. 


A la dictadura uruguaya no la tiraron los que hacían solidaridad, andaban en la vuelta y 
mandaban comunicados —a quienes agradecemos mucho-, sino que la derrotamos los que estábamos 
acá adentro, organizándonos en la clandestinidad, luchando, armando sindicatos cuando nos 
perseguían con la alianza de los patrones, etcétera, y los tiramos abajo cuando fuimos uniendo a todo 
el mundo; a los que tenían miedo los fuimos moviendo y sacándolos. 


El problema es que nosotros nunca tuvimos una actitud de suma cero; la propia salida 
uruguaya no fue una actitud de juego de suma cero. Y en Venezuela estamos en ese lío, ¡por eso es 
tan difícil! Y por eso, a veces, el Uruguay y el Gobierno uruguayo parecen más pacientes. 


Pienso que la expresión del señor presidente no debe ser interpretada tan literalmente. No es 
a Maduro al que se le dio oportunidad, sino al Gobierno para ver si se entablaba una posibilidad de 
diálogo. Pero el señor canciller fue clarito: nuestro diálogo no era de «Siéntense a conversar», sino con 
un calendario de elecciones, con fijación de una fecha de salida democrática. O sea que tampoco es 
una posición pour la galerie para quedar bien con todos. ¡No! Es una posición muy jugada. Lo más fácil 
es hacer una declaración condenatoria e irnos para nuestras casas. 


Pregunto: ¿esta posición que tenemos ahora es una novedad para el Uruguay o hay 
antecedentes de que actuamos de la misma manera? Perdóneseme, pero creo que tienen muy poca 
memoria institucional. 


Ecuador, antes de que Correa le diera la estabilidad política, tuvo nueve presidentes, y 
algunos de ellos fueron derrocados por los indígenas entrando al Parlamento. ¿Y cuál fue la actitud 
institucional de la cancillería? La misma que ahora: cautela. No se hizo ninguna declaración altisonante 
sino que se trató de colaborar y de ayudar. Ahora bien, cuando no hay más remedio, cuando se ve que 
ese camino paciente se agota, hay que tomar decisiones. Aclaro que esto de Ecuador no fue hace 
doscientos años, sino hace poco, porque antes de que Correa llegara al Gobierno, ¿cuántos 
presidentes pasaron —algunos fueron declarados ineficaces mentales— violando las Constituciones? 
¡Por favor! Sin embargo, acá nadie levantó una voz porque apoyamos. 


Los cancilleres de esa época no eran del Frente Amplio e igual apoyamos la actitud prudente 
de Uruguay de tratar de promover el diálogo, sin meterse en los asuntos internos, para encarrilar la 
situación. Daría la impresión de que el Uruguay se mueve y el mundo tiembla; sin embargo, todo se 
hizo dentro de nuestra modesta contribución. Tenemos una autoridad moral muy grande que es 
inversamente proporcional al poder de ejercer presión. 


Nosotros apoyamos totalmente al señor presidente porque también sigue una tradición que el 
país ha tomado. Lamentablemente, al Gobierno y a la oposición en Venezuela lo único que les interesa 
es aniquilar al otro, y ese escenario es muy complicado. No hay quien tenga la razón: o la tienen todos 
o no la tiene ninguno. Ahora bien, en ese andarivel los que pierden son los pueblos. Me parece muy 
bien la preocupación del Gobierno y de la Cancillería por tratar, dentro de nuestras humildes 
posibilidades, de evitar mayores daños al pueblo venezolano, porque si los dejamos librados a su 
propia fuerza, los cien muertos —digo esto con enorme respeto y dolor— serán una anécdota, porque 
lamentablemente van a multiplicarse por muchos. 


SEÑOR PATERNAIN.- Antes de empezar, quiero decir que para nosotros es un gusto contar en la 
comisión con la presencia del señor ministro y de su equipo. 


Hasta donde sabemos esta convocatoria había sido planteada con anterioridad a la 
declaración del Mercosur; en ese sentido, las respuestas dadas por el señor ministro a esos 
planteamientos han sido ampliamente satisfactorias y por lo menos ratifican el racconto que el 
Gobierno ha seguido. Han sido pocas las oportunidades —quizás dos o tres veces— en que hemos 
podido coincidir con el presidente de la República y avalar, fundamentalmente el año pasado, los 
cursos de prudencia activa o acción medida para tratar de mediar e incidir en la realidad de Venezuela; 
una realidad dramática. Para la izquierda es un enorme problema y un punto de debate —esto no está 
fuera de ninguna discusión—, fundamentalmente porque poner el foco solo en el comportamiento del 
gobierno y de alguna manera encerrarse en la obsesión de catalogarlo como una dictadura es una 
simplificación sobre la que seguramente se pidan cursos de acción que no sean los correctos. 


Quiero suscribir aquí plenamente lo que señalaban los señores senadores Pintado y Otheguy, 
en el sentido de que el problema venezolano es infinitamente más complejo, con la complejidad 
añadida de que es muy difícil hacerse una opinión cierta sobre qué está pasando; lo que sí es seguro 
es que representa un problema tremendo para la acción diplomática, porque imagínense que para la 
construcción de posición política o para la construcción de alguna idea precisa a nivel de la opinión 
pública prácticamente hay que hacer actos de fe. Aquí se habla con una contundencia terrible sobre la 
ilegitimidad de la Asamblea Constituyente; sí, podemos tener esa sospecha, pero también se dice lo 
contrario y lo opuesto. Entonces, hay un proceso de deslegitimación en una sociedad que ha tenido a 
la violencia social y a la violencia política como un mecanismo de regulación o de construcción social. 
Esto también hay que decirlo. La violencia hoy, aunque ya desde hace mucho tiempo, es un 
mecanismo de construcción de relaciones sociales y políticas en Venezuela. ¿Cuáles han sido las 
tasas históricas de homicidio en ese país o los episodios de violencia política? ¿Eso luego no tiene una 
traducción en formas de construir cultura política que hoy tienen un cauce extremadamente 
preocupante? Yo creo que, efectivamente, es un contexto donde juega el gobierno y ha jugado la 
oposición en un proceso como el chavista que ha tenido legitimidad de base y que ha sido impugnado 
por golpes de Estado, por acciones de violencia, por discursos racistas, clasistas, alterofóbicos, en una 
sociedad cuya estructura social también está dividida, donde asistimos, además, a la pugna de 
hegemonías por controles hegemónicos de distinto tenor. O sea, es un escenario tan extremadamente 
complicado, por lo que yo admiro verdaderamente las simplificaciones en las cuales caen algunos. 


Que este gobierno en los últimos tiempos ha tenido derivas autoritarias —o como se le 
quiera llamar— es algo indiscutible. Nosotros, como sector político, hemos dicho públicamente que no 
nos gustan los procesos de construcción de izquierda sobre la base de los procesos de militarización; 
en ningún caso, ni en esta manifestación extrema ni en la configuración original del chavismo, que 
también es un campo de disputa para la izquierda. Hemos señalado que no compartimos la 
construcción de la legitimidad política aun en proyectos progresistas de izquierda sobre bases de poder 
militar, y en esto somos izquierda quijanista, si cabe la expresión. Por supuesto que no compartimos y 
condenamos la represión estatal, que se da en un contexto de violencia política más amplia. También 
hemos dicho que en este juego de contar las víctimas, los muertos, en última instancia, la 
responsabilidad es de los Estados y los gobiernos en brindar ese marco de garantías. Lo decimos y lo 
suscribimos plenamente, pero la violencia juega allí un papel decisivo. Y en ese sentido voy a trasladar 
la preocupación al señor ministro, vinculada fundamentalmente con el paso posterior a esta declaración 
del Mercosur. ¿Qué viene después? Esa es nuestra auténtica preocupación, porque pensamos - 
esta es una mera especulación política—- que de algún modo esta declaración podría llegar a tener la 
potencialidad de aislar a Venezuela, de complicar el panorama y de seguir generando algunos 
alineamientos que desde afuera alimenten la lógica que ya está instalada, llevándola a un estadio aún 
peor. El gobierno y las oposiciones en Venezuela no juegan solos; debemos tener en cuenta el 
contexto regional, en el que la erosión institucional y el problema de pérdida de credibilidad en la 
democracia son algo mucho más extendido y van más allá de ese país. Por lo tanto, me parece que 
aislar a Venezuela puede ser un riesgo más allá de que nuestro país no tenga la solución, y de que el 
posicionamiento de Uruguay no va a ser definitivo ni clave. Está más que claro que nadie está pidiendo 
al gobierno que solucione el problema de Venezuela. 


Aclaro que hago estos comentarios sin la intención de que las autoridades den una opinión 
en este momento, pero me parece que hay que tener en cuenta el contexto en el que estamos 
viviendo; la debilidad política e institucional de Brasil y la falta de credibilidad interna del propio 
gobierno norteamericano. Son dos potencias y esa combinación puede llegar a ser explosiva en la 
región. Estoy haciendo especulaciones y no configurando ningún curso de acción, pero lo menciono 
porque es preocupante. 


Más allá de nuestra política activa, responsable, de mediación y de seguir insistiendo, a 
pesar de que nuestros gobernantes recibieron insultos y desplantes por parte del propio gobierno de 
Maduro —que no son de recibo ni mucho menos—, mi pregunta es cómo se sigue luego de esta 
declaración del Mercosur y qué espacio político puede tener, no solo el Uruguay sino los países de la 
región, para que esta lógica perversa no se profundice. Ese es nuestro verdadero temor. Quizás, con 
esta insistencia de catalogarlo como una dictadura, etcétera, etcétera, estemos promoviendo la lógica 
de la profecía autocumplida y en poco tiempo, con la mejor intención de evitar problemas, estemos 
lamentando una situación mucho peor. Me gustaría saber qué es lo que nos espera porque nuestra 
posición obedece fundamentalmente a esa preocupación. Realmente nos interesa sumar a los 
esfuerzos que se han hecho y me consta que el Gobierno va a continuar haciendo esfuerzos en ese 
sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que Venezuela hoy está viviendo una verdadera tragedia en todos los 
niveles; en los institucionales, pero también en uno que se menciona menos y es la situación socio 
económica que vive el pueblo venezolano que es terrible, dramática y espantosa. Nosotros hemos 
mantenido una postura muy firme y enérgica cuestionando una situación que no dudamos en catalogar 
de dictatorial en todas sus dimensiones. Eso es algo muy evidente, incluso en su comparación con el 
caso uruguayo, porque la libertad de prensa está extremadamente restringida. Se han expropiado 
medios de comunicación, encarcelado periodistas, perseguido a medios que critican al gobierno y se 
ha destituido a un parlamento electo democráticamente. A su vez, se ha salteado el cronograma 
electoral, hay proscriptos, presos políticos y fraude electoral. Entonces, ¿qué más necesitamos para 
que se hable de una dictadura? A eso tenemos que sumar los 150 muertos en movilizaciones 
populares en la calle. Es tremendo, terrible y aquí viene la cuestión de cómo se ayuda y si se aísla o no 
a Venezuela. El Gobierno venezolano se ha aislado él; ha decidido él el camino del aislamiento porque 
ha roto todos los puentes, y creo que la Cancillería uruguaya lo sabe perfectamente porque si ha 
habido un país, en América del Sur, que ha intentado tirar piolas, yo diría excesivamente —y soy de los 
que han cuestionado el exceso de preocupación y cautela del Gobierno uruguayo en relación al 
Gobierno de Maduro-, ha sido el nuestro, pero las respuestas han sido los insultos, las miradas para el 
costado y las negativas. Lo mismo sucedió cuando, el año pasado, el Vaticano impulsó un diálogo y el 
Gobierno de Maduro no cumplió con ninguna de las condiciones que se habían planteado. 


Si hacemos un paralelo con el proceso de la dictadura uruguaya, esto es igual a que hubiera 
habido fraude en el plebiscito de 1980. Esto fue lo que pasó con la asamblea constituyente: llevaron 
adelante una iniciativa que violaba la Constitución —el plebiscito de 1980 también violaba la 
Constitución, obviamente—, pero la diferencia fue que en nuestro caso en ese momento se abrió la 
posibilidad de un diálogo. ¿Por qué? Porque hubo un triunfo de la oposición democrática que generó 
las condiciones para el diálogo. El problema es en que en el caso venezolano no hay condiciones para 
el diálogo. 


Creo que el Gobierno uruguayo ha demorado muchísimo, pero soy de los que hoy quiere ver 
el vaso medio lleno porque hay necesidad de apoyar esta decisión que ha tomado, que la siento como 
un cambio. Por supuesto que el canciller no está de acuerdo con esto ya que ha hablado de una 
evolución lineal, pero yo digo que acá hay un cambio con respecto a un par de semanas antes, cuando 
en la Cumbre del Mercosur sentimos que la postura había sido, digamos, de freno a una decisión que 
más adelante se toma y que me parece totalmente compartible, como la suspensión de Venezuela en 
el Mercosur. Considero que eso es lo que hoy hay que apoyar y destacar. No me gustan las razones 
por las que el señor presidente, doctor Vázquez, explica hoy en la prensa la decisión del Gobierno, 
pero prefiero quedarme con la decisión del Gobierno, adoptada por las motivaciones que fuere. 


Hoy por lo menos podemos sintonizar con la idea de que hay que buscar los caminos para 
que lo de Venezuela no pase de una tragedia a una catástrofe humanitaria brutal. Creo que el papel del 
concierto internacional, desde hace mucho tiempo, es la presión; no hay otra posibilidad. Cuando 
enfrente hay una dictadura desembozada, desbocada, que no sabe de razones, que niega, incluso 
ahora, llamados a diálogos —o solamente quiere dialogar con gobiernos que le van a decir que sí, como 
los de algunos países del Caribe-, no hay otra posibilidad. Entonces, el rol de la comunidad 
internacional es la presión, que era lo que nosotros reclamábamos cuando vivíamos en dictadura. 
¿Qué queríamos que ocurriera con los gobiernos democráticos del mundo? Que presionaran, que 
emitieran declaraciones que cuestionaran al gobierno. Después iba a llegar el momento de la 
negociación. Pero hoy no hay posibilidad alguna para ello porque no hay negociador del lado del 
Gobierno venezolano; no hay nadie dispuesto a abrir una puerta de discusión, de diálogo. Lo que hay 
es movilización de la ciudadanía y de las fuerzas opositoras democráticas en la calle, y presión 
internacional. Pienso que en algún momento deberán existir condiciones para una salida que, a mi 
juicio, siempre debe ser —por supuesto- de diálogo, electoral y democrática. 


Entonces, la verdad es que preferimos ver el vaso medio lleno, y con ello me refiero a la 
decisión que el Gobierno ha tomado. Además, sabemos que ha habido siempre una preocupación, por 
más que no compartimos la manera en que ella se expresó en algunas instancias durante este año. Y 
lo hemos dicho públicamente. Yo no estaría actuando con autenticidad si no dijera acá que he tenido 
miradas críticas sobre lo que ha sido la posición del Gobierno, pero también digo que me dejó contento 
ver la firma del canciller junto a las de sus pares de los otros países del Mercosur para señalar que era 
necesario suspender a Venezuela y aplicar el Protocolo de Ushuaia. Y a partir de aquí creo que la 
presión es la clave para sacar adelante una situación en la que, en algún momento, llegará el tiempo 
del diálogo. Hoy nuestro rol, el de la comunidad internacional, es la presión para lograr que haya una 
señal de apertura. 


No voy a discutir sobre el pasado venezolano. En lo personal, tengo una opinión bien distinta. 
No comparto que se diga que dos partidos se repartían Venezuela. Considero que no es así. Había 
elecciones y gobernaba el que las ganaba. Había democracia. Mientras nosotros vivíamos en 
dictadura, Venezuela era una democracia solidaria, que llegó al punto de romper relaciones con la 
dictadura uruguaya para reclamar la libertad y la democracia en nuestro país, cosa que nos obliga aún 
más a nosotros a responder con reciprocidad y solidaridad. 


Simplemente quería expresar estas cuestiones. 


Algunos senadores me han advertido que deben retirarse en unos minutos. El senador 
Larrañaga me había pedido la palabra para hacer alguna aclaración. Estamos cerrando la ronda de 
intervención de los señores senadores con la aclaración del senador Larrañaga; luego se expresará 
nuevamente el señor canciller, para completar esta sesión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor presidente: nosotros no vinimos a esta comisión a hacer discursos 
sobre situaciones ideológicas o cosas que sucedieron o dejaron de suceder en otros países. Vinimos a 
tratar la situación de Venezuela y a formularle preguntas al canciller, cosas que tenemos el legítimo 
derecho de hacer. Si hubiéramos venido a hacer discursos no habríamos elegido el mecanismo de la 
comisión, sino el de la interpelación, amparados en nuestro derecho parlamentario de contralor. 


Hemos venido aquí porque creemos que en un país donde el Estado de derecho está 
quebrado, el principio de separación de poderes incumplido y vemos que pasa lo que pasa, que falta la 
libertad, hay dictadura. Más allá de grandes definiciones politológicas o de cátedra, según cualquier 
diccionario y según cualquier estudio del mundo, esto es una reverendísima dictadura. Se dijo por parte 
de un canciller —y lo anoté textualmente— que el 31 de marzo de 2017 el Gobierno de Venezuela asume 
la ruptura institucional. Si hay ruptura institucional, hay dictadura. 


De modo que nosotros hicimos algunas preguntas y el canciller tiene el derecho de contestar 
—obviamente— lo que crea conveniente. Me parece que ahí se va cerrando el tema de la 
comparecencia del ministro. Evidentemente, todo lo que supone la parte de discursos, etcétera, estará 
reservado a una etapa en la que contestamos buena parte de lo que se ha expresado en estos 
términos y donde no nos corresponden otras responsabilidades que las de emitir un pronunciamiento 
sobre este tema. 


SEÑOR MINISTRO.- Después de haber oído a todos los senadores que se han manifestado en este 
ámbito, debo decir que verdaderamente se han realizado análisis muy profundos y muy certeros que 
trascienden la mera definición de la calificación de los gobiernos. Sinceramente, las intervenciones de 
los senadores Otheguy, Paternain y Pintado —mencionados por su orden— fueron al centro de la 
cuestión. 


La pregunta que me hago -y quiero decirlo con toda claridad— es: ¿son escasos, en algunas 
oportunidades, los esfuerzos para ofrecer diálogo y tender manos? Nunca son escasos, nunca son 
excesivos. Entonces, ante la pregunta de cómo seguimos, apuesto a seguir teniendo vínculos con la 
gente que quiere hablar, en el Gobierno y en la oposición venezolana. Hay algunos que no, pero hay 
otros que quieren hablar. Y a esos me siento en la obligación de salir a buscarlos y seguir 
estableciendo vínculos de diálogo y de entendimiento, porque quiero saber qué va a cambiar más allá 
de la decisión que tomamos el sábado pasado en el ámbito del Mercosur, que no fue expulsar a 
Venezuela, sino suspenderla. No va a cambiar gran cosa, pero creo que es una señal política muy 
fuerte, que no se puede agotar solo en la presión. Hay que seguir; hay que insistir. Habrá que poner la 
otra mejilla, si fuera del caso, como buenos cristianos que somos el señor presidente y yo. 


Tampoco creo que el Gobierno haya actuado con vaguedad; lo digo con toda sinceridad. 
Estamos desde el año 2015 en el Gobierno diciendo cosas fuertes. En marzo de 2015 dije: «La prisión 
de opositores en Venezuela es un tema preocupante». Tengo aquí una nota de prensa que se titula 
«Gobierno se separa de Venezuela y reclama por derechos humanos» y dice «Nin aludió a la dictadura 
en Uruguay». Esto fue también en 2015. Y por cierto que hemos hecho un esfuerzo para ver cómo 
amalgamamos las distintas posiciones que hay en el país y aun en nuestra fuerza política. Eso es 
verdad. Pero también es verdad que me siento respaldado por el presidente y por la fuerza política. No 
hago calificaciones de los gobiernos. El Uruguay es una de las 20 democracias plenas que hay en el 
mundo. Eso es lo que me interesa y lo que defenderé, y no me comparo con ninguna otra. Por lo tanto, 
no les pongo nota a los gobiernos. 


Me parece que a veces caemos en una cierta contradicción en que queremos ser más duros 
pero a su vez decimos «Hablemos, dialoguemos». Es difícil de entender esa posición, porque hay 
aparentemente una contradicción grande en ella. 


De manera que hemos tratado de construir una política exterior que tenga en cuenta esas 
diferencias que hay. Y cuando el señor senador Lacalle Pou me dice que estoy incómodo, es verdad. Y 
el día que él sea ministro, también va a estar incómodo. Ser ministro es una posición de incomodidad. 
Por cierto que es incómodo tomar decisiones todos los días, contemplar posiciones de otros, ver cómo 
se compadecen los distintos puntos de vista. Pero es lo que hemos tratado de hacer. Y en eso 
estamos, señor presidente. 


Ha sido un gran gusto poder estar aquí, porque creo que aclaramos algunas cosas. Quizás no 
todos se vayan conformes, pero esa es, al fin y al cabo, la historia de las democracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El gusto ha sido recíproco. Muchas gracias. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 19:13). 
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